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Resumen

En el presente informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos se describe la situación de los derechos humanos 
y las actividades de su Oficina en Guatemala del 1 de enero al 31 de diciembre 
de 2025. Se destacan los avances logrados y los retos que persisten en la 
promoción y protección de los derechos humanos, prestando especial atención 
a los temas relacionados con la igualdad y la no discriminación, el desarrollo 
humano sostenible e inclusivo, la justicia y la lucha contra la impunidad, y el 
espacio democrático.



ÍNDICE

Introducción

Contexto

Igualdad y no discriminación

Desarrollo humano sostenible e inclusivo

Justicia y lucha contra la impunidad

Espacio democrático

Conclusiones y recomendaciones

A. Pueblos Indígenas, garífunas y 
afrodescendientes

B. Mujeres y niñas
C. Personas con discapacidad
D. Diversidad sexual e identidad de género
E. Juventud
F. Personas migrantes

A. Acceso a la justicia
B. Independencia e imparcialidad judiciales
C. Justicia transicional

A. Derecho de promover y proteger 
los derechos humanos

B. Libertad de expresión
C. Seguridad y uso de la fuerza

A. Acceso a tierras, territorios y recursos naturales
B. Empresas y derechos humanos

I.

II.

III.

IV.

V.

VI.

VII.

No. de párrafo Página

1 - 5 5

6 - 10 7

9

11 - 17 9

18 - 23 12
24 - 26 15
27 - 29 17
30 - 32 18

33     19

20

34 - 35 20
36 - 38 22

23

39 - 40 23
41 - 45 24
46 - 49 26

27

52 - 58 27

59 - 62 30
63 - 65 32

66 - 68 33



Seguimiento a la situación de las comunidades Q'eqchi' del Valle del Polochic realizado por 
la COPADEH y el ACNUDH.



 I. Introducción y el Racismo contra los Pueblos 
Indígenas, la Defensoría de la Mujer 
Indígena, la Procuraduría General de la 
Nación, la Procuraduría de Derechos 
Humanos, el Consejo Nacional de la 
Juventud, el Consejo Nacional para la 
Atención de las Personas con 
Discapacidad, el Gabinete de Desarrollo 
Social, el Ministerio de Desarrollo Social, 
el Ministerio de Ambiente y Recursos 
Naturales, el Ministerio de Gobernación, 
el Ministerio de Salud Pública y 
Asistencia Social y la Policía Nacional 
Civil, así como a alcaldías y 
gobernaciones en varias regiones 
del país.

4. El ACNUDH también impartió 45 
talleres dirigidos a varias de estas 
instituciones sobre los derechos a las 
tierras, territorios, recursos naturales y 
a la propiedad intelectual colectiva; 
el derecho a la vivienda y al desarrollo; 
el derecho a la libertad de expresión; el 
derecho a la participación en el espacio 
cívico; el derecho a la justicia, memoria  

y reparación en casos de justicia 
transicional; los derechos de los 
Pueblos Indígenas, afrodescendientes y 
garífunas, de las personas con 
discapacidad, de las personas jóvenes y 
de las mujeres; los derechos humanos y 
las empresas; la independencia judicial, 
y las detenciones arbitrarias, el uso de 
la fuerza y las ejecuciones 
extrajudiciales, entre otros.

5. El ACNUDH observó presencialmente 
32 audiencias judiciales y realizó 13 
visitas a personas defensoras privadas 
de libertad, además de colaborar con 
mecanismos regionales y de las 
Naciones Unidas para la protección de 
los derechos humanos. El ACNUDH 
también continuó trabajando con 
víctimas, familiares, organizaciones de 
la sociedad civil, Pueblos Indígenas y 
afrodescendientes e instituciones del 
Estado para brindar asesoría y prevenir 
futuras violaciones de derechos 
humanos.

1

en el marco del 20º aniversario de su 
presencia en el país2. Realizó 58 
misiones de observación en todo el país 
y elaboró 26 publicaciones sobre la 
situación de varios derechos humanos 
en Guatemala3.

3. El ACNUDH brindó asesoría técnica a 
diversas instituciones del Estado, 
incluido el Congreso de la República, 
en particular la Comisión de la Mujer y 
la Comisión de Asuntos sobre 
Discapacidad, la Secretaría General y 
la Secretaría Privada de la Presidencia, 
la Secretaría Presidencial de la Mujer, la 
Comisión Presidencial por la Paz y los 
Derechos Humanos, la Comisión 
Presidencial contra la Discriminación      
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1. Este informe se presenta de 
conformidad con el acuerdo entre la 
Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (ACNUDH) y el Gobierno de 
Guatemala, firmado en enero de 2005 y 
renovado por tres años en enero de 
2024. El informe analiza la situación de 
derechos humanos del 1 de enero al 31 
de diciembre de 2025 basándose en 
información recopilada y analizada por 
el ACNUDH en Guatemala, incluida la 
proporcionada por instituciones del 
Estado y otros actores, a solicitud de la 
Oficina. En el informe se describen 
también las principales actividades 
realizadas por el ACNUDH.

2. El ACNUDH continuó observando la 
situación de los derechos humanos de 
acuerdo con su metodología sobre la 
vigilancia de los derechos humanos1 y 
manteniendo un diálogo con las 
autoridades y la sociedad civil. Realizó 
diez campañas de información pública 
sobre la libertad de asociación y reunión 
pacífica, el derecho a un juicio justo, los 
derechos humanos de las mujeres, de la 
juventud y de las personas migrantes y 
sobre las contribuciones del ACNUDH 

Véase Manual de capacitación para la 
fiscalización de los derechos humanos 
(publicación de las Naciones Unidas, 2001). 
Una versión revisada en 2011 puede 
consultarse (en inglés solamente) en 
https://www.ohchr.org/en/publications/policy-
and-methodological-publications/manual-hu
man-rights-monitoring-revised-edition.

2 Véase https://oacnudh.org.gt/20aniversario/.
Véase https://www.oacnudh.org.gt. 

Programa de formación sobre la aplicación 
de normas y estándares internacionales de 
derechos humanos, dirigido a asesores jurídicos 
del Organismo Ejecutivo.  © ACNUDH

https://www.oacnudh.org.gt
https://www.oacnudh.org.gt
https://www.oacnudh.org.gt


y el Racismo contra los Pueblos 
Indígenas, la Defensoría de la Mujer 
Indígena, la Procuraduría General de la 
Nación, la Procuraduría de Derechos 
Humanos, el Consejo Nacional de la 
Juventud, el Consejo Nacional para la 
Atención de las Personas con 
Discapacidad, el Gabinete de Desarrollo 
Social, el Ministerio de Desarrollo Social, 
el Ministerio de Ambiente y Recursos 
Naturales, el Ministerio de Gobernación, 
el Ministerio de Salud Pública y 
Asistencia Social y la Policía Nacional 
Civil, así como a alcaldías y 
gobernaciones en varias regiones 
del país.

4. El ACNUDH también impartió 45 
talleres dirigidos a varias de estas 
instituciones sobre los derechos a las 
tierras, territorios, recursos naturales y 
a la propiedad intelectual colectiva; 
el derecho a la vivienda y al desarrollo; 
el derecho a la libertad de expresión; el 
derecho a la participación en el espacio 
cívico; el derecho a la justicia, memoria  

y reparación en casos de justicia 
transicional; los derechos de los 
Pueblos Indígenas, afrodescendientes y 
garífunas, de las personas con 
discapacidad, de las personas jóvenes y 
de las mujeres; los derechos humanos y 
las empresas; la independencia judicial, 
y las detenciones arbitrarias, el uso de 
la fuerza y las ejecuciones 
extrajudiciales, entre otros.

5. El ACNUDH observó presencialmente 
32 audiencias judiciales y realizó 13 
visitas a personas defensoras privadas 
de libertad, además de colaborar con 
mecanismos regionales y de las 
Naciones Unidas para la protección de 
los derechos humanos. El ACNUDH 
también continuó trabajando con 
víctimas, familiares, organizaciones de 
la sociedad civil, Pueblos Indígenas y 
afrodescendientes e instituciones del 
Estado para brindar asesoría y prevenir 
futuras violaciones de derechos 
humanos.

en el marco del 20º aniversario de su 
presencia en el país2. Realizó 58 
misiones de observación en todo el país 
y elaboró 26 publicaciones sobre la 
situación de varios derechos humanos 
en Guatemala3.

3. El ACNUDH brindó asesoría técnica a 
diversas instituciones del Estado, 
incluido el Congreso de la República, 
en particular la Comisión de la Mujer y 
la Comisión de Asuntos sobre 
Discapacidad, la Secretaría General y 
la Secretaría Privada de la Presidencia, 
la Secretaría Presidencial de la Mujer, la 
Comisión Presidencial por la Paz y los 
Derechos Humanos, la Comisión 
Presidencial contra la Discriminación      

Conmemoración del vigésimo aniversario de la presencia de la Oficina del Alto Comisionado en Guatemala. 
© ACNUDH Guatemala

1. Este informe se presenta de 
conformidad con el acuerdo entre la 
Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (ACNUDH) y el Gobierno de 
Guatemala, firmado en enero de 2005 y 
renovado por tres años en enero de 
2024. El informe analiza la situación de 
derechos humanos del 1 de enero al 31 
de diciembre de 2025 basándose en 
información recopilada y analizada por 
el ACNUDH en Guatemala, incluida la 
proporcionada por instituciones del 
Estado y otros actores, a solicitud de la 
Oficina. En el informe se describen 
también las principales actividades 
realizadas por el ACNUDH.

2. El ACNUDH continuó observando la 
situación de los derechos humanos de 
acuerdo con su metodología sobre la 
vigilancia de los derechos humanos1 y 
manteniendo un diálogo con las 
autoridades y la sociedad civil. Realizó 
diez campañas de información pública 
sobre la libertad de asociación y reunión 
pacífica, el derecho a un juicio justo, los 
derechos humanos de las mujeres, de la 
juventud y de las personas migrantes y 
sobre las contribuciones del ACNUDH 

Informe del Alto Comisionado 2025 A/HRC/61/1866



Presidente y la Vicepresidenta, en 
relación con el manejo —por parte del 
Gobierno— de la crisis penitenciaria que 
se desató en septiembre y que incluyó 
una fuga de reos.

8.  A pesar de la apertura de la Junta 
Directiva del Congreso para priorizar el 
estudio y la discusión de iniciativas de ley 
sobre los derechos de las mujeres, de los 
Pueblos Indígenas y de las personas con 
discapacidad, jóvenes y migrantes, 
persiste el reto de avanzar hacia las 
etapas de discusión y aprobación final de 
estas propuestas de leyes. Además, se 
mantuvieron por segundo año 
consecutivo en estudio para dictamen la 
Iniciativa de Ley núm. 6453 (Ley de 
Educación Sexual para la Protección de 
la Niñez y Adolescencia) y la Iniciativa de 
Ley núm. 6475 (Reformas al Código 
Penal, “Indemnidad Sexual”), que 
presentan incompatibilidades con las 
normas y los estándares internacionales 
con relación al derecho a la igualdad y 
no discriminación de las personas 
LGBTIQ+ y de los derechos sexuales y 
reproductivos⁶, y se mantuvo en 
discusión la Iniciativa de Ley núm. 6153 
(Ley de Apoyo a la Dignificación de la 
Muerte Gestacional) 7. Por otra parte, se 
celebra que la Comisión del Menor y la 
Familia emitiera un dictamen 
desfavorable —por no cumplir con los 
estándares internacionales de derechos 
humanos— al respecto de la Iniciativa de 
Ley núm. 6473 (Ley para la Conservación 
Integral de la Sociedad). La Iniciativa de 

Ley núm. 6493 (Reformas al Decreto 
núm. 51-92 del Congreso, Código 
Procesal Penal) también presenta 
incompatibilidades con normas y 
estándares internacionales al mantener 
y ampliar los supuestos y delitos por los 
cuales se aplicaría la prisión preventiva 
de carácter “preceptiva o automática”. 
Asimismo, en las enmiendas contenidas 
en el dictamen emitido con respecto de 
las Iniciativas de Ley núm. 6355 y núm. 
6430 (que unificadas constituyen la Ley 
para Prevenir el Abuso Sexual Infantil) 
se incluye una disposición que podría 
generar sanciones penales por 
relaciones sexuales entre adolescentes.

9.  Durante 2025, el ACNUDH observó 
que, a pesar de que los actores 
gubernamentales mantienen un 
discurso favorable con relación a 
quienes defienden los derechos 
humanos, persisten desafíos debido a la 
falta de estrategias de prevención y 
protección para la defensa de los 
derechos humanos. El ACNUDH 
documentó 1.465 ataques contra 
personas defensoras, incluidos 
periodistas y personas operadoras de 
justicia, en su mayoría cometidos por 
actores estatales, especialmente del 
sector justicia. La criminalización, las 
intimidaciones y las amenazas continúan 
siendo las principales formas de 
ataques.

10.  La Relatora Especial sobre la 
independencia de los magistrados y 
abogados y el Relator Especial sobre 
una vivienda adecuada como elemento 
integrante del derecho a un nivel de 
vida adecuado y sobre el derecho de no 
discriminación a este respecto 
realizaron visitas oficiales al país en 
mayo y julio, respectivamente.

6.   El Gobierno ha seguido expresando 
su voluntad de respeto y protección de 
los derechos humanos mediante cambios 
en el discurso oficial y acciones para 
fortalecer el estado de derecho. El 
ACNUDH saluda este compromiso con el 
estado de derecho, la democracia y los 
derechos humanos. Sin embargo, el país 
continúa enfrentando desafíos sistémicos 
y estructurales en relación con la 
desigualdad, la discriminación, el sistema 
de justicia, la impunidad, el espacio 
democrático y la promoción y protección 
de los derechos humanos.

7.   En 2025 persistieron los intentos del 
Ministerio Público por revertir los 
resultados del proceso electoral de 
20234. Como ejemplo de ello, en abril, 
Luis Pacheco y Héctor Chaclán, antiguas 

autoridades indígenas de los 
48 Cantones de Totonicapán que 
encabezaron las manifestaciones 
pacíficas en 2023, fueron detenidos a 
solicitud de la Fiscalía contra el Crimen 
Organizado del Ministerio Público5. En 
agosto, Esteban Toc Tzay, antigua 
autoridad de la municipalidad indígena 
de Sololá, fue también detenido por su 
participación en esas manifestaciones. 
En octubre, a solicitud del Ministerio 
Público, el juez “A” del Juzgado Séptimo 
de Instancia Penal ordenó la “nulidad 
absoluta” del partido Movimiento 
Semilla, con el propósito de desconocer 
a los funcionarios electos de este 
partido en las elecciones generales de 
2023. No obstante, la Corte de 
Constitucionalidad dejó sin efecto dicha 
resolución. Por otra parte, el Ministerio 
Público solicitó el retiro de antejuicio del 

4 A/HRC/55/21, párrs. 11 y 72 a 75; y 
A/HRC/58/22, párr. 10. A/HRC/55/21, párrs. 93 y 94.5
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II. Contexto

Asistencia técnica a instituciones del Estado en el marco de la evaluación periódica ante el Comité CERD. 
© ACNUDH Guatemala

https://docs.un.org/es/A/HRC/55/21
https://portal.segeplan.gob.gt/segeplan/wp-content/uploads/2024/05/Impresa_PGG-2024-2027.pdf


Presidente y la Vicepresidenta, en 
relación con el manejo —por parte del 
Gobierno— de la crisis penitenciaria que 
se desató en septiembre y que incluyó 
una fuga de reos.

8.  A pesar de la apertura de la Junta 
Directiva del Congreso para priorizar el 
estudio y la discusión de iniciativas de ley 
sobre los derechos de las mujeres, de los 
Pueblos Indígenas y de las personas con 
discapacidad, jóvenes y migrantes, 
persiste el reto de avanzar hacia las 
etapas de discusión y aprobación final de 
estas propuestas de leyes. Además, se 
mantuvieron por segundo año 
consecutivo en estudio para dictamen la 
Iniciativa de Ley núm. 6453 (Ley de 
Educación Sexual para la Protección de 
la Niñez y Adolescencia) y la Iniciativa de 
Ley núm. 6475 (Reformas al Código 
Penal, “Indemnidad Sexual”), que 
presentan incompatibilidades con las 
normas y los estándares internacionales 
con relación al derecho a la igualdad y 
no discriminación de las personas 
LGBTIQ+ y de los derechos sexuales y 
reproductivos⁶, y se mantuvo en 
discusión la Iniciativa de Ley núm. 6153 
(Ley de Apoyo a la Dignificación de la 
Muerte Gestacional) 7. Por otra parte, se 
celebra que la Comisión del Menor y la 
Familia emitiera un dictamen 
desfavorable —por no cumplir con los 
estándares internacionales de derechos 
humanos— al respecto de la Iniciativa de 
Ley núm. 6473 (Ley para la Conservación 
Integral de la Sociedad). La Iniciativa de 

Ley núm. 6493 (Reformas al Decreto 
núm. 51-92 del Congreso, Código 
Procesal Penal) también presenta 
incompatibilidades con normas y 
estándares internacionales al mantener 
y ampliar los supuestos y delitos por los 
cuales se aplicaría la prisión preventiva 
de carácter “preceptiva o automática”. 
Asimismo, en las enmiendas contenidas 
en el dictamen emitido con respecto de 
las Iniciativas de Ley núm. 6355 y núm. 
6430 (que unificadas constituyen la Ley 
para Prevenir el Abuso Sexual Infantil) 
se incluye una disposición que podría 
generar sanciones penales por 
relaciones sexuales entre adolescentes.

9.  Durante 2025, el ACNUDH observó 
que, a pesar de que los actores 
gubernamentales mantienen un 
discurso favorable con relación a 
quienes defienden los derechos 
humanos, persisten desafíos debido a la 
falta de estrategias de prevención y 
protección para la defensa de los 
derechos humanos. El ACNUDH 
documentó 1.465 ataques contra 
personas defensoras, incluidos 
periodistas y personas operadoras de 
justicia, en su mayoría cometidos por 
actores estatales, especialmente del 
sector justicia. La criminalización, las 
intimidaciones y las amenazas continúan 
siendo las principales formas de 
ataques.

10.  La Relatora Especial sobre la 
independencia de los magistrados y 
abogados y el Relator Especial sobre 
una vivienda adecuada como elemento 
integrante del derecho a un nivel de 
vida adecuado y sobre el derecho de no 
discriminación a este respecto 
realizaron visitas oficiales al país en 
mayo y julio, respectivamente.

A/HRC/55/21, párr. 13.7

6.   El Gobierno ha seguido expresando 
su voluntad de respeto y protección de 
los derechos humanos mediante cambios 
en el discurso oficial y acciones para 
fortalecer el estado de derecho. El 
ACNUDH saluda este compromiso con el 
estado de derecho, la democracia y los 
derechos humanos. Sin embargo, el país 
continúa enfrentando desafíos sistémicos 
y estructurales en relación con la 
desigualdad, la discriminación, el sistema 
de justicia, la impunidad, el espacio 
democrático y la promoción y protección 
de los derechos humanos.

7.   En 2025 persistieron los intentos del 
Ministerio Público por revertir los 
resultados del proceso electoral de 
20234. Como ejemplo de ello, en abril, 
Luis Pacheco y Héctor Chaclán, antiguas 

autoridades indígenas de los 
48 Cantones de Totonicapán que 
encabezaron las manifestaciones 
pacíficas en 2023, fueron detenidos a 
solicitud de la Fiscalía contra el Crimen 
Organizado del Ministerio Público5. En 
agosto, Esteban Toc Tzay, antigua 
autoridad de la municipalidad indígena 
de Sololá, fue también detenido por su 
participación en esas manifestaciones. 
En octubre, a solicitud del Ministerio 
Público, el juez “A” del Juzgado Séptimo 
de Instancia Penal ordenó la “nulidad 
absoluta” del partido Movimiento 
Semilla, con el propósito de desconocer 
a los funcionarios electos de este 
partido en las elecciones generales de 
2023. No obstante, la Corte de 
Constitucionalidad dejó sin efecto dicha 
resolución. Por otra parte, el Ministerio 
Público solicitó el retiro de antejuicio del 

En marzo, cinco titulares de mandato de los 
procedimientos especiales de las Naciones 
Unidas señalaron su preocupación al 
respecto. Véase 

6

https://spcommreports.ohchr.org/TMResultsBase/
DownLoadPublicCommunicationFile?gId=29773.
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Pueblos Indígenas, garífunas y 
afrodescendientes

A.

11.  En 2025, la discriminación racial y el 
racismo sistémico continuaron 
repercutiendo en el goce de los 
derechos de los Pueblos Indígenas, 
garífunas y afrodescendientes. No 
obstante, el ACNUDH observó el 
fortalecimiento de las instituciones 
indígenas con el nombramiento, en 
enero, de nuevas autoridades de la 
Defensoría de la Mujer Indígena y de la 
Comisión Presidencial contra la 
Discriminación y el Racismo contra los 
Pueblos Indígenas. Además, el 
ACNUDH brindó asistencia técnica a la 
Comisión, así como a organizaciones de 
mujeres y autoridades indígenas y 
afrodescendientes, en preparación para 
el examen de los informes periódicos 

18º a 20º combinados de Guatemala por 
parte del Comité para la Eliminación de 
la Discriminación Racial en noviembre8.

12.  El Presidente de la República y las 
autoridades indígenas continuaron el 
diálogo nacional de alto nivel, logrando 
avanzar en acciones para proteger los 
derechos de los Pueblos Indígenas en el 
marco de las construcciones públicas en 
tierras comunales. Como resultado, el 
Congreso aprobó el Decreto núm. 
13-2025, por el que se reforma la Ley 
Orgánica del Presupuesto.                       

El ACNUDH, en coordinación con la 
Embajada de Noruega en México, 
facilitó el intercambio entre el 
Parlamento del pueblo sami de Noruega 
y autoridades indígenas guatemaltecas 
sobre buenas prácticas en lo que atañe 
a la interlocución entre Estados y 
Pueblos Indígenas.

13.  Las autoridades indígenas 
continuaron enfrentando la 
criminalización asociada a su liderazgo 
en las manifestaciones pacíficas de 
2023 y el efecto intimidatorio de tal 
criminalización. Preocupan al ACNUDH 
los crecientes señalamientos públicos 
que equiparan las formas de 
organización de los Pueblos Indígenas 
con estructuras criminales, lo que limita 
el ejercicio de sus derechos colectivos a 
las autonomías y la libre determinación 
y de su derecho de reunión pacífica, 
que son fundamentales para la defensa 
de los derechos humanos que los 
asisten, así como su supervivencia 
como pueblos.

14.  El ACNUDH continuó brindando 
asistencia técnica a los Pueblos 
Indígenas que promueven el 
cumplimiento de sentencias sobre sus 
derechos colectivos a las tierras y 
territorios, a la consulta libre, previa e 
informada y a la libertad de expresión, 
así como los derechos de las mujeres 
indígenas. En marzo, la sentencia 
emitida hace más de ocho años por la 
Corte de Constitucionalidad se ejecutó 
por resolución de tribunal competente, a 
favor de las comunidades de Sierra 
Santa Cruz de Izabal, quien ordenó al 
Registro de la Propiedad de la Zona 
Central que iniciara las diligencias de 
reposición del folio e inscripciones 
registrales ante un juez competente9.

15.  En relación con la actividad de la 
mina Escobal, las autoridades xinkas 
celebraron asambleas comunitarias de 
consulta en siete municipios de Santa 
Rosa y Jalapa, en las que se dio a 
conocer información oficial proveniente 
de instituciones de Gobierno sobre los 
posibles impactos de la empresa 
minera, información que fue revisada 
por expertos independientes. La 
empresa ha expresado preocupaciones 
sobre una posible gestión parcial de la 
información difundida en dichas 
asambleas comunitarias. En mayo, 
durante una manifestación pacífica, el 
Parlamento Xinka entregó al Presidente 
Arévalo y al Ministerio de Energía y 
Minas los resultados de la consulta, e 
informó que no otorga su 

consentimiento para la continuidad de 
las operaciones de la empresa minera. 
Se espera que el Ministerio de Energía 
y Minas convoque a la mesa de diálogo 
para tomar una decisión final sobre las 
operaciones de la minera.

16.  El ACNUDH documentó una falta de 
adopción de medidas dirigidas a frenar 
la contaminación de territorios 
indígenas, generada principalmente por 
vertederos municipales de desechos 
sólidos a cielo abierto, depósito de 
aguas residuales, erosión por malas 
prácticas agrícolas y deforestación, 
como la que se da en la cuenca del 
lago de Atitlán (Sololá) y en el Valle de 
PalajunNoj (Quetzaltenango).

17.   En relación con la situación del 
pueblo garífuna y afrodescendiente, a la 
luz del primer Decenio Internacional de 
los Afrodescendientes (2015-2024), se 
destacan como avances positivos la 
firma de una agenda de trabajo entre el 
Gobierno y el pueblo garífuna, las 
actividades puntuales de capacitación a 
instituciones públicas en Izabal y la 
inclusión de la variante 

afrodescendiente para la 
autoidentificación en el censo de 2018. 
Sin embargo, aún se encuentra 
pendiente la aprobación por parte del 
Congreso de tres iniciativas de ley (la 
Ley núm. 5398, Ley del Día Nacional de 
la Dignificación y de Acciones 
Afirmativas a favor de la Mujer Garífuna 
y Afrodescendiente; la Ley núm. 4345, 
Ley de Creación del Instituto Garífuna 
para el Desarrollo; y la Ley núm. 5133, 
Ley de Reconocimiento del Pueblo 
Afrodescendiente Creole en 
Guatemala), la aprobación del plan 
nacional de actividades del Decenio 
Internacional de los Afrodescendientes, 
y la designación de una institución 
rectora. Además, el pueblo garífuna 
sigue sin poder disfrutar de sus 
derechos debido a la escasa 
participación en espacios de toma de 
decisiones; al limitado acceso a 
recursos y servicios públicos en los 
sectores de la educación, la salud, la 
vivienda y el empleo; al impacto de la 
migración en la pérdida de su cultura, y 
a las vulneraciones de los derechos de 
las mujeres, incluida la violencia de 
género.

Informe del Alto Comisionado 2025 A/HRC/61/18

Véase el sitio web del Comité para la 
Eliminación de la Discriminación Racial.
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III. Igualdad y no discriminación

Intercambio entre autoridades indígenas guatemaltecas y el Parlamento del pueblo sami de Noruega.  
© ACNUDH Guatemala
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11.  En 2025, la discriminación racial y el 
racismo sistémico continuaron 
repercutiendo en el goce de los 
derechos de los Pueblos Indígenas, 
garífunas y afrodescendientes. No 
obstante, el ACNUDH observó el 
fortalecimiento de las instituciones 
indígenas con el nombramiento, en 
enero, de nuevas autoridades de la 
Defensoría de la Mujer Indígena y de la 
Comisión Presidencial contra la 
Discriminación y el Racismo contra los 
Pueblos Indígenas. Además, el 
ACNUDH brindó asistencia técnica a la 
Comisión, así como a organizaciones de 
mujeres y autoridades indígenas y 
afrodescendientes, en preparación para 
el examen de los informes periódicos 

Sala Tercera de la Corte de 
Apelaciones del Ramo Civil y Mercantil 
del Departamento de Guatemala,
Constituida en Tribunal de Amparo, 
amparo núm. 01010-2012-00134, 3 de 
enero de 2025, págs. 10 y 11.
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18º a 20º combinados de Guatemala por 
parte del Comité para la Eliminación de 
la Discriminación Racial en noviembre8.

12.  El Presidente de la República y las 
autoridades indígenas continuaron el 
diálogo nacional de alto nivel, logrando 
avanzar en acciones para proteger los 
derechos de los Pueblos Indígenas en el 
marco de las construcciones públicas en 
tierras comunales. Como resultado, el 
Congreso aprobó el Decreto núm. 
13-2025, por el que se reforma la Ley 
Orgánica del Presupuesto.                       

El ACNUDH, en coordinación con la 
Embajada de Noruega en México, 
facilitó el intercambio entre el 
Parlamento del pueblo sami de Noruega 
y autoridades indígenas guatemaltecas 
sobre buenas prácticas en lo que atañe 
a la interlocución entre Estados y 
Pueblos Indígenas.

13.  Las autoridades indígenas 
continuaron enfrentando la 
criminalización asociada a su liderazgo 
en las manifestaciones pacíficas de 
2023 y el efecto intimidatorio de tal 
criminalización. Preocupan al ACNUDH 
los crecientes señalamientos públicos 
que equiparan las formas de 
organización de los Pueblos Indígenas 
con estructuras criminales, lo que limita 
el ejercicio de sus derechos colectivos a 
las autonomías y la libre determinación 
y de su derecho de reunión pacífica, 
que son fundamentales para la defensa 
de los derechos humanos que los 
asisten, así como su supervivencia 
como pueblos.

14.  El ACNUDH continuó brindando 
asistencia técnica a los Pueblos 
Indígenas que promueven el 
cumplimiento de sentencias sobre sus 
derechos colectivos a las tierras y 
territorios, a la consulta libre, previa e 
informada y a la libertad de expresión, 
así como los derechos de las mujeres 
indígenas. En marzo, la sentencia 
emitida hace más de ocho años por la 
Corte de Constitucionalidad se ejecutó 
por resolución de tribunal competente, a 
favor de las comunidades de Sierra 
Santa Cruz de Izabal, quien ordenó al 
Registro de la Propiedad de la Zona 
Central que iniciara las diligencias de 
reposición del folio e inscripciones 
registrales ante un juez competente9.

15.  En relación con la actividad de la 
mina Escobal, las autoridades xinkas 
celebraron asambleas comunitarias de 
consulta en siete municipios de Santa 
Rosa y Jalapa, en las que se dio a 
conocer información oficial proveniente 
de instituciones de Gobierno sobre los 
posibles impactos de la empresa 
minera, información que fue revisada 
por expertos independientes. La 
empresa ha expresado preocupaciones 
sobre una posible gestión parcial de la 
información difundida en dichas 
asambleas comunitarias. En mayo, 
durante una manifestación pacífica, el 
Parlamento Xinka entregó al Presidente 
Arévalo y al Ministerio de Energía y 
Minas los resultados de la consulta, e 
informó que no otorga su 

consentimiento para la continuidad de 
las operaciones de la empresa minera. 
Se espera que el Ministerio de Energía 
y Minas convoque a la mesa de diálogo 
para tomar una decisión final sobre las 
operaciones de la minera.

16.  El ACNUDH documentó una falta de 
adopción de medidas dirigidas a frenar 
la contaminación de territorios 
indígenas, generada principalmente por 
vertederos municipales de desechos 
sólidos a cielo abierto, depósito de 
aguas residuales, erosión por malas 
prácticas agrícolas y deforestación, 
como la que se da en la cuenca del 
lago de Atitlán (Sololá) y en el Valle de 
PalajunNoj (Quetzaltenango).

17.   En relación con la situación del 
pueblo garífuna y afrodescendiente, a la 
luz del primer Decenio Internacional de 
los Afrodescendientes (2015-2024), se 
destacan como avances positivos la 
firma de una agenda de trabajo entre el 
Gobierno y el pueblo garífuna, las 
actividades puntuales de capacitación a 
instituciones públicas en Izabal y la 
inclusión de la variante 

afrodescendiente para la 
autoidentificación en el censo de 2018. 
Sin embargo, aún se encuentra 
pendiente la aprobación por parte del 
Congreso de tres iniciativas de ley (la 
Ley núm. 5398, Ley del Día Nacional de 
la Dignificación y de Acciones 
Afirmativas a favor de la Mujer Garífuna 
y Afrodescendiente; la Ley núm. 4345, 
Ley de Creación del Instituto Garífuna 
para el Desarrollo; y la Ley núm. 5133, 
Ley de Reconocimiento del Pueblo 
Afrodescendiente Creole en 
Guatemala), la aprobación del plan 
nacional de actividades del Decenio 
Internacional de los Afrodescendientes, 
y la designación de una institución 
rectora. Además, el pueblo garífuna 
sigue sin poder disfrutar de sus 
derechos debido a la escasa 
participación en espacios de toma de 
decisiones; al limitado acceso a 
recursos y servicios públicos en los 
sectores de la educación, la salud, la 
vivienda y el empleo; al impacto de la 
migración en la pérdida de su cultura, y 
a las vulneraciones de los derechos de 
las mujeres, incluida la violencia de 
género.

Documentación de afectaciones al derecho a un 
medio ambiente sano con autoridades indígenas 
del Valle de Palajun Noj, Quetzaltenango. 
© ACNUDH Guatemala
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11.  En 2025, la discriminación racial y el 
racismo sistémico continuaron 
repercutiendo en el goce de los 
derechos de los Pueblos Indígenas, 
garífunas y afrodescendientes. No 
obstante, el ACNUDH observó el 
fortalecimiento de las instituciones 
indígenas con el nombramiento, en 
enero, de nuevas autoridades de la 
Defensoría de la Mujer Indígena y de la 
Comisión Presidencial contra la 
Discriminación y el Racismo contra los 
Pueblos Indígenas. Además, el 
ACNUDH brindó asistencia técnica a la 
Comisión, así como a organizaciones de 
mujeres y autoridades indígenas y 
afrodescendientes, en preparación para 
el examen de los informes periódicos 

18º a 20º combinados de Guatemala por 
parte del Comité para la Eliminación de 
la Discriminación Racial en noviembre8.

12.  El Presidente de la República y las 
autoridades indígenas continuaron el 
diálogo nacional de alto nivel, logrando 
avanzar en acciones para proteger los 
derechos de los Pueblos Indígenas en el 
marco de las construcciones públicas en 
tierras comunales. Como resultado, el 
Congreso aprobó el Decreto núm. 
13-2025, por el que se reforma la Ley 
Orgánica del Presupuesto.                       

18.  Las cifras de violencia contra las 
mujeres y las niñas continúan siendo 
motivo de preocupación para el ACNUDH. 
Al 31 de diciembre de 2025, el 
Observatorio de las Mujeres del Ministerio 
Público había registrado 26.351 casos de 
violencia contra las mujeres, incluidos 623 
posibles femicidios y muertes violentas y 
más de 9.370 casos de violencia sexual10. 
Entre enero y diciembre de 2025, se 
registraron 54.788 nacimientos de 
madres niñas y adolescentes entre 
15 y 19 años y 2.101 de madres niñas 
menores de 14 años11. 

El ACNUDH, en coordinación con la 
Embajada de Noruega en México, 
facilitó el intercambio entre el 
Parlamento del pueblo sami de Noruega 
y autoridades indígenas guatemaltecas 
sobre buenas prácticas en lo que atañe 
a la interlocución entre Estados y 
Pueblos Indígenas.

13.  Las autoridades indígenas 
continuaron enfrentando la 
criminalización asociada a su liderazgo 
en las manifestaciones pacíficas de 
2023 y el efecto intimidatorio de tal 
criminalización. Preocupan al ACNUDH 
los crecientes señalamientos públicos 
que equiparan las formas de 
organización de los Pueblos Indígenas 
con estructuras criminales, lo que limita 
el ejercicio de sus derechos colectivos a 
las autonomías y la libre determinación 
y de su derecho de reunión pacífica, 
que son fundamentales para la defensa 
de los derechos humanos que los 
asisten, así como su supervivencia 
como pueblos.

14.  El ACNUDH continuó brindando 
asistencia técnica a los Pueblos 
Indígenas que promueven el 
cumplimiento de sentencias sobre sus 
derechos colectivos a las tierras y 
territorios, a la consulta libre, previa e 
informada y a la libertad de expresión, 
así como los derechos de las mujeres 
indígenas. En marzo, la sentencia 
emitida hace más de ocho años por la 
Corte de Constitucionalidad se ejecutó 
por resolución de tribunal competente, a 
favor de las comunidades de Sierra 
Santa Cruz de Izabal, quien ordenó al 
Registro de la Propiedad de la Zona 
Central que iniciara las diligencias de 
reposición del folio e inscripciones 
registrales ante un juez competente9.

15.  En relación con la actividad de la 
mina Escobal, las autoridades xinkas 
celebraron asambleas comunitarias de 
consulta en siete municipios de Santa 
Rosa y Jalapa, en las que se dio a 
conocer información oficial proveniente 
de instituciones de Gobierno sobre los 
posibles impactos de la empresa 
minera, información que fue revisada 
por expertos independientes. La 
empresa ha expresado preocupaciones 
sobre una posible gestión parcial de la 
información difundida en dichas 
asambleas comunitarias. En mayo, 
durante una manifestación pacífica, el 
Parlamento Xinka entregó al Presidente 
Arévalo y al Ministerio de Energía y 
Minas los resultados de la consulta, e 
informó que no otorga su 

consentimiento para la continuidad de 
las operaciones de la empresa minera. 
Se espera que el Ministerio de Energía 
y Minas convoque a la mesa de diálogo 
para tomar una decisión final sobre las 
operaciones de la minera.

16.  El ACNUDH documentó una falta de 
adopción de medidas dirigidas a frenar 
la contaminación de territorios 
indígenas, generada principalmente por 
vertederos municipales de desechos 
sólidos a cielo abierto, depósito de 
aguas residuales, erosión por malas 
prácticas agrícolas y deforestación, 
como la que se da en la cuenca del 
lago de Atitlán (Sololá) y en el Valle de 
PalajunNoj (Quetzaltenango).

17.   En relación con la situación del 
pueblo garífuna y afrodescendiente, a la 
luz del primer Decenio Internacional de 
los Afrodescendientes (2015-2024), se 
destacan como avances positivos la 
firma de una agenda de trabajo entre el 
Gobierno y el pueblo garífuna, las 
actividades puntuales de capacitación a 
instituciones públicas en Izabal y la 
inclusión de la variante 

afrodescendiente para la 
autoidentificación en el censo de 2018. 
Sin embargo, aún se encuentra 
pendiente la aprobación por parte del 
Congreso de tres iniciativas de ley (la 
Ley núm. 5398, Ley del Día Nacional de 
la Dignificación y de Acciones 
Afirmativas a favor de la Mujer Garífuna 
y Afrodescendiente; la Ley núm. 4345, 
Ley de Creación del Instituto Garífuna 
para el Desarrollo; y la Ley núm. 5133, 
Ley de Reconocimiento del Pueblo 
Afrodescendiente Creole en 
Guatemala), la aprobación del plan 
nacional de actividades del Decenio 
Internacional de los Afrodescendientes, 
y la designación de una institución 
rectora. Además, el pueblo garífuna 
sigue sin poder disfrutar de sus 
derechos debido a la escasa 
participación en espacios de toma de 
decisiones; al limitado acceso a 
recursos y servicios públicos en los 
sectores de la educación, la salud, la 
vivienda y el empleo; al impacto de la 
migración en la pérdida de su cultura, y 
a las vulneraciones de los derechos de 
las mujeres, incluida la violencia de 
género.

Estas cifras revelan parte del impacto 
de la violencia sexual contra las niñas, 
particularmente en menores de 14 
años12.

19.  En febrero, el Ministerio de 
Gobernación aprobó el Acuerdo 
Ministerial núm. 119-2025, por el que se 
regula el procedimiento de entrega, 
ejecución y liquidación de los fondos 
otorgados a los Centros de Apoyo 
Integral para Mujeres Sobrevivientes de 
Violencia. El Acuerdo fue 
implementado oportunamente y en 
junio se trasladó el 100 % de los fondos 
a las organizaciones que cumplieron 
los requisitos.

20.  En abril, por primera vez una mujer 
indígena asumió el cargo de Secretaria 
Presidencial de la Mujer. El ACNUDH 
prestó asistencia técnica a la Secretaría 
y a organizaciones de la sociedad civil 
en la preparación de la información 
suministrada por Guatemala en relación 
con el seguimiento de las 
observaciones finales sobre su décimo 
informe periódico al Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer13.

21.  El ACNUDH monitoreó la situación 
de los derechos humanos relacionados 
con la salud sexual y reproductiva de 
las mujeres indígenas en los 
departamentos de Alta Verapaz, Izabal, 
Petén, Quetzaltenango, Quiché, Sololá 
y Totonicapán. En Izabal, se monitoreó 
la situación de los derechos humanos 

de las mujeres garífunas y 
afrodescendientes. Las autoridades 
tomaron medidas como parte de la 
implementación de algunas de las 
reparaciones acordadas por el Comité 
de Derechos Humanos en su dictamen 
respecto de la comunicación Fátima c. 
Guatemala14. Sin embargo, persisten los 
siguientes retos en los departamentos 
monitoreados: altas tasas de embarazos 
de adolescentes y niñas, a menudo por 
violencia sexual; discriminación contra 
mujeres embarazadas y abuelas 
comadronas en centros de salud y 
hospitales públicos; limitada prestación 
de servicios con pertinencia cultural; 
falta de educación integral de la 
sexualidad en centros educativos; 
existencia de estereotipos y machismo 
estructural, y falta de presupuesto o 
reducción del mismo para garantizar 
estos derechos.

22.   El ACNUDH continuó brindando 
asesoría técnica al Movimiento Nacional 
de Tejedoras para lograr el 
reconocimiento de la propiedad 
intelectual colectiva de los tejidos e 
indumentaria elaborados por mujeres 
indígenas. La Iniciativa de Ley núm. 6136, 
presentada en el Congreso en 2022, no 
ha sido aprobada15. El ACNUDH 
reconoce avances, por parte del Instituto 
Guatemalteco de Turismo, en la 
implementación de la sentencia de la 
Corte de Constitucionalidad que le 
exhorta a implementar mecanismos de 
participación adecuados para los 
Pueblos Indígenas en la formulación y 
diseño de políticas públicas que les 
puedan afectar. El Plan Maestro de 
Turismo Sostenible de Guatemala 
2026-2036, presentado en diciembre, 
contó con la participación del 
Movimiento Nacional de Tejedoras.

23.  En agosto, se dictó la sentencia del 
caso  del Hogar Seguro Virgen de la 
Asunción, tras haber transcurrido más de 

ocho años desde los hechos16. La jueza 
condenó a seis de las siete personas 
acusadas por delitos de maltrato de 
personas menores de edad, 
incumplimiento de deberes, abuso de 
autoridad y homicidio culposo, a penas 
de prisión de entre 6 y 25 años. Uno de 
los acusados fue absuelto por falta de 
pruebas. La sentencia ordenó al 
Ministerio Público a llevar a cabo 
investigaciones adicionales, entre otras, 
para evaluar la cadena de mando el día 
de los hechos. La sentencia se elaboró 
de conformidad con los estándares 
internacionales en materia de derechos 
de la niñez y medidas de reparación, 
por ejemplo, en ella se requirió un acto 
de disculpa pública por parte del Estado 
y la implementación de acciones 
estatales coordinadas para prevenir 
hechos similares.

Diálogo con lideresas y líderes del Parlamento Garífuna en Livingston, Izabal.  © ACNUDH Guatemala
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11.  En 2025, la discriminación racial y el 
racismo sistémico continuaron 
repercutiendo en el goce de los 
derechos de los Pueblos Indígenas, 
garífunas y afrodescendientes. No 
obstante, el ACNUDH observó el 
fortalecimiento de las instituciones 
indígenas con el nombramiento, en 
enero, de nuevas autoridades de la 
Defensoría de la Mujer Indígena y de la 
Comisión Presidencial contra la 
Discriminación y el Racismo contra los 
Pueblos Indígenas. Además, el 
ACNUDH brindó asistencia técnica a la 
Comisión, así como a organizaciones de 
mujeres y autoridades indígenas y 
afrodescendientes, en preparación para 
el examen de los informes periódicos 

18º a 20º combinados de Guatemala por 
parte del Comité para la Eliminación de 
la Discriminación Racial en noviembre8.

12.  El Presidente de la República y las 
autoridades indígenas continuaron el 
diálogo nacional de alto nivel, logrando 
avanzar en acciones para proteger los 
derechos de los Pueblos Indígenas en el 
marco de las construcciones públicas en 
tierras comunales. Como resultado, el 
Congreso aprobó el Decreto núm. 
13-2025, por el que se reforma la Ley 
Orgánica del Presupuesto.                       

Mujeres y niñasB.

18.  Las cifras de violencia contra las 
mujeres y las niñas continúan siendo 
motivo de preocupación para el ACNUDH. 
Al 31 de diciembre de 2025, el 
Observatorio de las Mujeres del Ministerio 
Público había registrado 26.351 casos de 
violencia contra las mujeres, incluidos 623 
posibles femicidios y muertes violentas y 
más de 9.370 casos de violencia sexual10. 
Entre enero y diciembre de 2025, se 
registraron 54.788 nacimientos de 
madres niñas y adolescentes entre 
15 y 19 años y 2.101 de madres niñas 
menores de 14 años11. 

El ACNUDH, en coordinación con la 
Embajada de Noruega en México, 
facilitó el intercambio entre el 
Parlamento del pueblo sami de Noruega 
y autoridades indígenas guatemaltecas 
sobre buenas prácticas en lo que atañe 
a la interlocución entre Estados y 
Pueblos Indígenas.

13.  Las autoridades indígenas 
continuaron enfrentando la 
criminalización asociada a su liderazgo 
en las manifestaciones pacíficas de 
2023 y el efecto intimidatorio de tal 
criminalización. Preocupan al ACNUDH 
los crecientes señalamientos públicos 
que equiparan las formas de 
organización de los Pueblos Indígenas 
con estructuras criminales, lo que limita 
el ejercicio de sus derechos colectivos a 
las autonomías y la libre determinación 
y de su derecho de reunión pacífica, 
que son fundamentales para la defensa 
de los derechos humanos que los 
asisten, así como su supervivencia 
como pueblos.

14.  El ACNUDH continuó brindando 
asistencia técnica a los Pueblos 
Indígenas que promueven el 
cumplimiento de sentencias sobre sus 
derechos colectivos a las tierras y 
territorios, a la consulta libre, previa e 
informada y a la libertad de expresión, 
así como los derechos de las mujeres 
indígenas. En marzo, la sentencia 
emitida hace más de ocho años por la 
Corte de Constitucionalidad se ejecutó 
por resolución de tribunal competente, a 
favor de las comunidades de Sierra 
Santa Cruz de Izabal, quien ordenó al 
Registro de la Propiedad de la Zona 
Central que iniciara las diligencias de 
reposición del folio e inscripciones 
registrales ante un juez competente9.

15.  En relación con la actividad de la 
mina Escobal, las autoridades xinkas 
celebraron asambleas comunitarias de 
consulta en siete municipios de Santa 
Rosa y Jalapa, en las que se dio a 
conocer información oficial proveniente 
de instituciones de Gobierno sobre los 
posibles impactos de la empresa 
minera, información que fue revisada 
por expertos independientes. La 
empresa ha expresado preocupaciones 
sobre una posible gestión parcial de la 
información difundida en dichas 
asambleas comunitarias. En mayo, 
durante una manifestación pacífica, el 
Parlamento Xinka entregó al Presidente 
Arévalo y al Ministerio de Energía y 
Minas los resultados de la consulta, e 
informó que no otorga su 

consentimiento para la continuidad de 
las operaciones de la empresa minera. 
Se espera que el Ministerio de Energía 
y Minas convoque a la mesa de diálogo 
para tomar una decisión final sobre las 
operaciones de la minera.

16.  El ACNUDH documentó una falta de 
adopción de medidas dirigidas a frenar 
la contaminación de territorios 
indígenas, generada principalmente por 
vertederos municipales de desechos 
sólidos a cielo abierto, depósito de 
aguas residuales, erosión por malas 
prácticas agrícolas y deforestación, 
como la que se da en la cuenca del 
lago de Atitlán (Sololá) y en el Valle de 
PalajunNoj (Quetzaltenango).

17.   En relación con la situación del 
pueblo garífuna y afrodescendiente, a la 
luz del primer Decenio Internacional de 
los Afrodescendientes (2015-2024), se 
destacan como avances positivos la 
firma de una agenda de trabajo entre el 
Gobierno y el pueblo garífuna, las 
actividades puntuales de capacitación a 
instituciones públicas en Izabal y la 
inclusión de la variante 

afrodescendiente para la 
autoidentificación en el censo de 2018. 
Sin embargo, aún se encuentra 
pendiente la aprobación por parte del 
Congreso de tres iniciativas de ley (la 
Ley núm. 5398, Ley del Día Nacional de 
la Dignificación y de Acciones 
Afirmativas a favor de la Mujer Garífuna 
y Afrodescendiente; la Ley núm. 4345, 
Ley de Creación del Instituto Garífuna 
para el Desarrollo; y la Ley núm. 5133, 
Ley de Reconocimiento del Pueblo 
Afrodescendiente Creole en 
Guatemala), la aprobación del plan 
nacional de actividades del Decenio 
Internacional de los Afrodescendientes, 
y la designación de una institución 
rectora. Además, el pueblo garífuna 
sigue sin poder disfrutar de sus 
derechos debido a la escasa 
participación en espacios de toma de 
decisiones; al limitado acceso a 
recursos y servicios públicos en los 
sectores de la educación, la salud, la 
vivienda y el empleo; al impacto de la 
migración en la pérdida de su cultura, y 
a las vulneraciones de los derechos de 
las mujeres, incluida la violencia de 
género.

Véase
https://observatorio.mp.gob.gt/portal-estadistico/.
Véase
https://osarguatemala.org/registros-de-nacimi
entos-de-madres-entre-10-19-anos-ano-2025/
.
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Estas cifras revelan parte del impacto 
de la violencia sexual contra las niñas, 
particularmente en menores de 14 
años12.

19.  En febrero, el Ministerio de 
Gobernación aprobó el Acuerdo 
Ministerial núm. 119-2025, por el que se 
regula el procedimiento de entrega, 
ejecución y liquidación de los fondos 
otorgados a los Centros de Apoyo 
Integral para Mujeres Sobrevivientes de 
Violencia. El Acuerdo fue 
implementado oportunamente y en 
junio se trasladó el 100 % de los fondos 
a las organizaciones que cumplieron 
los requisitos.

20.  En abril, por primera vez una mujer 
indígena asumió el cargo de Secretaria 
Presidencial de la Mujer. El ACNUDH 
prestó asistencia técnica a la Secretaría 
y a organizaciones de la sociedad civil 
en la preparación de la información 
suministrada por Guatemala en relación 
con el seguimiento de las 
observaciones finales sobre su décimo 
informe periódico al Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer13.

21.  El ACNUDH monitoreó la situación 
de los derechos humanos relacionados 
con la salud sexual y reproductiva de 
las mujeres indígenas en los 
departamentos de Alta Verapaz, Izabal, 
Petén, Quetzaltenango, Quiché, Sololá 
y Totonicapán. En Izabal, se monitoreó 
la situación de los derechos humanos 

de las mujeres garífunas y 
afrodescendientes. Las autoridades 
tomaron medidas como parte de la 
implementación de algunas de las 
reparaciones acordadas por el Comité 
de Derechos Humanos en su dictamen 
respecto de la comunicación Fátima c. 
Guatemala14. Sin embargo, persisten los 
siguientes retos en los departamentos 
monitoreados: altas tasas de embarazos 
de adolescentes y niñas, a menudo por 
violencia sexual; discriminación contra 
mujeres embarazadas y abuelas 
comadronas en centros de salud y 
hospitales públicos; limitada prestación 
de servicios con pertinencia cultural; 
falta de educación integral de la 
sexualidad en centros educativos; 
existencia de estereotipos y machismo 
estructural, y falta de presupuesto o 
reducción del mismo para garantizar 
estos derechos.

22.   El ACNUDH continuó brindando 
asesoría técnica al Movimiento Nacional 
de Tejedoras para lograr el 
reconocimiento de la propiedad 
intelectual colectiva de los tejidos e 
indumentaria elaborados por mujeres 
indígenas. La Iniciativa de Ley núm. 6136, 
presentada en el Congreso en 2022, no 
ha sido aprobada15. El ACNUDH 
reconoce avances, por parte del Instituto 
Guatemalteco de Turismo, en la 
implementación de la sentencia de la 
Corte de Constitucionalidad que le 
exhorta a implementar mecanismos de 
participación adecuados para los 
Pueblos Indígenas en la formulación y 
diseño de políticas públicas que les 
puedan afectar. El Plan Maestro de 
Turismo Sostenible de Guatemala 
2026-2036, presentado en diciembre, 
contó con la participación del 
Movimiento Nacional de Tejedoras.

23.  En agosto, se dictó la sentencia del 
caso  del Hogar Seguro Virgen de la 
Asunción, tras haber transcurrido más de 

ocho años desde los hechos16. La jueza 
condenó a seis de las siete personas 
acusadas por delitos de maltrato de 
personas menores de edad, 
incumplimiento de deberes, abuso de 
autoridad y homicidio culposo, a penas 
de prisión de entre 6 y 25 años. Uno de 
los acusados fue absuelto por falta de 
pruebas. La sentencia ordenó al 
Ministerio Público a llevar a cabo 
investigaciones adicionales, entre otras, 
para evaluar la cadena de mando el día 
de los hechos. La sentencia se elaboró 
de conformidad con los estándares 
internacionales en materia de derechos 
de la niñez y medidas de reparación, 
por ejemplo, en ella se requirió un acto 
de disculpa pública por parte del Estado 
y la implementación de acciones 
estatales coordinadas para prevenir 
hechos similares.

Estudiantes y mujeres indígenas Q'eqchi' de Livingston Izabal, participan en taller sobre derechos de las mujeres
y la Recomendación General No. 39 del Comité CEDAW, organizado con Asociación Ak Tenamit.  © ACNUDH

El Código Penal (arts. 173 y 174) tipifica como 
delito de violación las relaciones sexuales 
con menores de 14 años.
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11.  En 2025, la discriminación racial y el 
racismo sistémico continuaron 
repercutiendo en el goce de los 
derechos de los Pueblos Indígenas, 
garífunas y afrodescendientes. No 
obstante, el ACNUDH observó el 
fortalecimiento de las instituciones 
indígenas con el nombramiento, en 
enero, de nuevas autoridades de la 
Defensoría de la Mujer Indígena y de la 
Comisión Presidencial contra la 
Discriminación y el Racismo contra los 
Pueblos Indígenas. Además, el 
ACNUDH brindó asistencia técnica a la 
Comisión, así como a organizaciones de 
mujeres y autoridades indígenas y 
afrodescendientes, en preparación para 
el examen de los informes periódicos 

18º a 20º combinados de Guatemala por 
parte del Comité para la Eliminación de 
la Discriminación Racial en noviembre8.

12.  El Presidente de la República y las 
autoridades indígenas continuaron el 
diálogo nacional de alto nivel, logrando 
avanzar en acciones para proteger los 
derechos de los Pueblos Indígenas en el 
marco de las construcciones públicas en 
tierras comunales. Como resultado, el 
Congreso aprobó el Decreto núm. 
13-2025, por el que se reforma la Ley 
Orgánica del Presupuesto.                       

18.  Las cifras de violencia contra las 
mujeres y las niñas continúan siendo 
motivo de preocupación para el ACNUDH. 
Al 31 de diciembre de 2025, el 
Observatorio de las Mujeres del Ministerio 
Público había registrado 26.351 casos de 
violencia contra las mujeres, incluidos 623 
posibles femicidios y muertes violentas y 
más de 9.370 casos de violencia sexual10. 
Entre enero y diciembre de 2025, se 
registraron 54.788 nacimientos de 
madres niñas y adolescentes entre 
15 y 19 años y 2.101 de madres niñas 
menores de 14 años11. 

El ACNUDH, en coordinación con la 
Embajada de Noruega en México, 
facilitó el intercambio entre el 
Parlamento del pueblo sami de Noruega 
y autoridades indígenas guatemaltecas 
sobre buenas prácticas en lo que atañe 
a la interlocución entre Estados y 
Pueblos Indígenas.

13.  Las autoridades indígenas 
continuaron enfrentando la 
criminalización asociada a su liderazgo 
en las manifestaciones pacíficas de 
2023 y el efecto intimidatorio de tal 
criminalización. Preocupan al ACNUDH 
los crecientes señalamientos públicos 
que equiparan las formas de 
organización de los Pueblos Indígenas 
con estructuras criminales, lo que limita 
el ejercicio de sus derechos colectivos a 
las autonomías y la libre determinación 
y de su derecho de reunión pacífica, 
que son fundamentales para la defensa 
de los derechos humanos que los 
asisten, así como su supervivencia 
como pueblos.

14.  El ACNUDH continuó brindando 
asistencia técnica a los Pueblos 
Indígenas que promueven el 
cumplimiento de sentencias sobre sus 
derechos colectivos a las tierras y 
territorios, a la consulta libre, previa e 
informada y a la libertad de expresión, 
así como los derechos de las mujeres 
indígenas. En marzo, la sentencia 
emitida hace más de ocho años por la 
Corte de Constitucionalidad se ejecutó 
por resolución de tribunal competente, a 
favor de las comunidades de Sierra 
Santa Cruz de Izabal, quien ordenó al 
Registro de la Propiedad de la Zona 
Central que iniciara las diligencias de 
reposición del folio e inscripciones 
registrales ante un juez competente9.

15.  En relación con la actividad de la 
mina Escobal, las autoridades xinkas 
celebraron asambleas comunitarias de 
consulta en siete municipios de Santa 
Rosa y Jalapa, en las que se dio a 
conocer información oficial proveniente 
de instituciones de Gobierno sobre los 
posibles impactos de la empresa 
minera, información que fue revisada 
por expertos independientes. La 
empresa ha expresado preocupaciones 
sobre una posible gestión parcial de la 
información difundida en dichas 
asambleas comunitarias. En mayo, 
durante una manifestación pacífica, el 
Parlamento Xinka entregó al Presidente 
Arévalo y al Ministerio de Energía y 
Minas los resultados de la consulta, e 
informó que no otorga su 

consentimiento para la continuidad de 
las operaciones de la empresa minera. 
Se espera que el Ministerio de Energía 
y Minas convoque a la mesa de diálogo 
para tomar una decisión final sobre las 
operaciones de la minera.

16.  El ACNUDH documentó una falta de 
adopción de medidas dirigidas a frenar 
la contaminación de territorios 
indígenas, generada principalmente por 
vertederos municipales de desechos 
sólidos a cielo abierto, depósito de 
aguas residuales, erosión por malas 
prácticas agrícolas y deforestación, 
como la que se da en la cuenca del 
lago de Atitlán (Sololá) y en el Valle de 
PalajunNoj (Quetzaltenango).

17.   En relación con la situación del 
pueblo garífuna y afrodescendiente, a la 
luz del primer Decenio Internacional de 
los Afrodescendientes (2015-2024), se 
destacan como avances positivos la 
firma de una agenda de trabajo entre el 
Gobierno y el pueblo garífuna, las 
actividades puntuales de capacitación a 
instituciones públicas en Izabal y la 
inclusión de la variante 

afrodescendiente para la 
autoidentificación en el censo de 2018. 
Sin embargo, aún se encuentra 
pendiente la aprobación por parte del 
Congreso de tres iniciativas de ley (la 
Ley núm. 5398, Ley del Día Nacional de 
la Dignificación y de Acciones 
Afirmativas a favor de la Mujer Garífuna 
y Afrodescendiente; la Ley núm. 4345, 
Ley de Creación del Instituto Garífuna 
para el Desarrollo; y la Ley núm. 5133, 
Ley de Reconocimiento del Pueblo 
Afrodescendiente Creole en 
Guatemala), la aprobación del plan 
nacional de actividades del Decenio 
Internacional de los Afrodescendientes, 
y la designación de una institución 
rectora. Además, el pueblo garífuna 
sigue sin poder disfrutar de sus 
derechos debido a la escasa 
participación en espacios de toma de 
decisiones; al limitado acceso a 
recursos y servicios públicos en los 
sectores de la educación, la salud, la 
vivienda y el empleo; al impacto de la 
migración en la pérdida de su cultura, y 
a las vulneraciones de los derechos de 
las mujeres, incluida la violencia de 
género.

Véase
https://osarguatemala.org/forzadas-a-renunciar
-a-sus-suenos-violencia-sexual-contra-ninas-en
-guatemala/.
CEDAW/C/GTM/FCO/10.
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Estas cifras revelan parte del impacto 
de la violencia sexual contra las niñas, 
particularmente en menores de 14 
años12.

19.  En febrero, el Ministerio de 
Gobernación aprobó el Acuerdo 
Ministerial núm. 119-2025, por el que se 
regula el procedimiento de entrega, 
ejecución y liquidación de los fondos 
otorgados a los Centros de Apoyo 
Integral para Mujeres Sobrevivientes de 
Violencia. El Acuerdo fue 
implementado oportunamente y en 
junio se trasladó el 100 % de los fondos 
a las organizaciones que cumplieron 
los requisitos.

20.  En abril, por primera vez una mujer 
indígena asumió el cargo de Secretaria 
Presidencial de la Mujer. El ACNUDH 
prestó asistencia técnica a la Secretaría 
y a organizaciones de la sociedad civil 
en la preparación de la información 
suministrada por Guatemala en relación 
con el seguimiento de las 
observaciones finales sobre su décimo 
informe periódico al Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer13.

21.  El ACNUDH monitoreó la situación 
de los derechos humanos relacionados 
con la salud sexual y reproductiva de 
las mujeres indígenas en los 
departamentos de Alta Verapaz, Izabal, 
Petén, Quetzaltenango, Quiché, Sololá 
y Totonicapán. En Izabal, se monitoreó 
la situación de los derechos humanos 

de las mujeres garífunas y 
afrodescendientes. Las autoridades 
tomaron medidas como parte de la 
implementación de algunas de las 
reparaciones acordadas por el Comité 
de Derechos Humanos en su dictamen 
respecto de la comunicación Fátima c. 
Guatemala14. Sin embargo, persisten los 
siguientes retos en los departamentos 
monitoreados: altas tasas de embarazos 
de adolescentes y niñas, a menudo por 
violencia sexual; discriminación contra 
mujeres embarazadas y abuelas 
comadronas en centros de salud y 
hospitales públicos; limitada prestación 
de servicios con pertinencia cultural; 
falta de educación integral de la 
sexualidad en centros educativos; 
existencia de estereotipos y machismo 
estructural, y falta de presupuesto o 
reducción del mismo para garantizar 
estos derechos.

22.   El ACNUDH continuó brindando 
asesoría técnica al Movimiento Nacional 
de Tejedoras para lograr el 
reconocimiento de la propiedad 
intelectual colectiva de los tejidos e 
indumentaria elaborados por mujeres 
indígenas. La Iniciativa de Ley núm. 6136, 
presentada en el Congreso en 2022, no 
ha sido aprobada15. El ACNUDH 
reconoce avances, por parte del Instituto 
Guatemalteco de Turismo, en la 
implementación de la sentencia de la 
Corte de Constitucionalidad que le 
exhorta a implementar mecanismos de 
participación adecuados para los 
Pueblos Indígenas en la formulación y 
diseño de políticas públicas que les 
puedan afectar. El Plan Maestro de 
Turismo Sostenible de Guatemala 
2026-2036, presentado en diciembre, 
contó con la participación del 
Movimiento Nacional de Tejedoras.

23.  En agosto, se dictó la sentencia del 
caso  del Hogar Seguro Virgen de la 
Asunción, tras haber transcurrido más de 

ocho años desde los hechos16. La jueza 
condenó a seis de las siete personas 
acusadas por delitos de maltrato de 
personas menores de edad, 
incumplimiento de deberes, abuso de 
autoridad y homicidio culposo, a penas 
de prisión de entre 6 y 25 años. Uno de 
los acusados fue absuelto por falta de 
pruebas. La sentencia ordenó al 
Ministerio Público a llevar a cabo 
investigaciones adicionales, entre otras, 
para evaluar la cadena de mando el día 
de los hechos. La sentencia se elaboró 
de conformidad con los estándares 
internacionales en materia de derechos 
de la niñez y medidas de reparación, 
por ejemplo, en ella se requirió un acto 
de disculpa pública por parte del Estado 
y la implementación de acciones 
estatales coordinadas para prevenir 
hechos similares.

13Informe del Alto Comisionado 2025 A/HRC/61/18

Vigilia por la vida de las mujeres, organizada por 
la Coordinadora 25 de noviembre. © ACNUDH 
Guatemala
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18.  Las cifras de violencia contra las 
mujeres y las niñas continúan siendo 
motivo de preocupación para el ACNUDH. 
Al 31 de diciembre de 2025, el 
Observatorio de las Mujeres del Ministerio 
Público había registrado 26.351 casos de 
violencia contra las mujeres, incluidos 623 
posibles femicidios y muertes violentas y 
más de 9.370 casos de violencia sexual10. 
Entre enero y diciembre de 2025, se 
registraron 54.788 nacimientos de 
madres niñas y adolescentes entre 
15 y 19 años y 2.101 de madres niñas 
menores de 14 años11. 

CEDAW/C/GTM/CO/10, párr. 41 c).15

16 En relación con eventos acaecidos el 7 y 8 
de marzo de 2017 en un centro de 
protección estatal para niños y niñas, donde 
41 niñas murieron y 15 sufrieron graves 
secuelas en un incendio. Véase 
https://oacnudh.org.gt/2018/11/29/oacnudh-p
resenta-informe-sobre-el-hogar-seguro-virg
en-de-la-asuncion/.

Estas cifras revelan parte del impacto 
de la violencia sexual contra las niñas, 
particularmente en menores de 14 
años12.

19.  En febrero, el Ministerio de 
Gobernación aprobó el Acuerdo 
Ministerial núm. 119-2025, por el que se 
regula el procedimiento de entrega, 
ejecución y liquidación de los fondos 
otorgados a los Centros de Apoyo 
Integral para Mujeres Sobrevivientes de 
Violencia. El Acuerdo fue 
implementado oportunamente y en 
junio se trasladó el 100 % de los fondos 
a las organizaciones que cumplieron 
los requisitos.

20.  En abril, por primera vez una mujer 
indígena asumió el cargo de Secretaria 
Presidencial de la Mujer. El ACNUDH 
prestó asistencia técnica a la Secretaría 
y a organizaciones de la sociedad civil 
en la preparación de la información 
suministrada por Guatemala en relación 
con el seguimiento de las 
observaciones finales sobre su décimo 
informe periódico al Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer13.

21.  El ACNUDH monitoreó la situación 
de los derechos humanos relacionados 
con la salud sexual y reproductiva de 
las mujeres indígenas en los 
departamentos de Alta Verapaz, Izabal, 
Petén, Quetzaltenango, Quiché, Sololá 
y Totonicapán. En Izabal, se monitoreó 
la situación de los derechos humanos 

de las mujeres garífunas y 
afrodescendientes. Las autoridades 
tomaron medidas como parte de la 
implementación de algunas de las 
reparaciones acordadas por el Comité 
de Derechos Humanos en su dictamen 
respecto de la comunicación Fátima c. 
Guatemala14. Sin embargo, persisten los 
siguientes retos en los departamentos 
monitoreados: altas tasas de embarazos 
de adolescentes y niñas, a menudo por 
violencia sexual; discriminación contra 
mujeres embarazadas y abuelas 
comadronas en centros de salud y 
hospitales públicos; limitada prestación 
de servicios con pertinencia cultural; 
falta de educación integral de la 
sexualidad en centros educativos; 
existencia de estereotipos y machismo 
estructural, y falta de presupuesto o 
reducción del mismo para garantizar 
estos derechos.

22.   El ACNUDH continuó brindando 
asesoría técnica al Movimiento Nacional 
de Tejedoras para lograr el 
reconocimiento de la propiedad 
intelectual colectiva de los tejidos e 
indumentaria elaborados por mujeres 
indígenas. La Iniciativa de Ley núm. 6136, 
presentada en el Congreso en 2022, no 
ha sido aprobada15. El ACNUDH 
reconoce avances, por parte del Instituto 
Guatemalteco de Turismo, en la 
implementación de la sentencia de la 
Corte de Constitucionalidad que le 
exhorta a implementar mecanismos de 
participación adecuados para los 
Pueblos Indígenas en la formulación y 
diseño de políticas públicas que les 
puedan afectar. El Plan Maestro de 
Turismo Sostenible de Guatemala 
2026-2036, presentado en diciembre, 
contó con la participación del 
Movimiento Nacional de Tejedoras.

23.  En agosto, se dictó la sentencia del 
caso  del Hogar Seguro Virgen de la 
Asunción, tras haber transcurrido más de 

ocho años desde los hechos16. La jueza 
condenó a seis de las siete personas 
acusadas por delitos de maltrato de 
personas menores de edad, 
incumplimiento de deberes, abuso de 
autoridad y homicidio culposo, a penas 
de prisión de entre 6 y 25 años. Uno de 
los acusados fue absuelto por falta de 
pruebas. La sentencia ordenó al 
Ministerio Público a llevar a cabo 
investigaciones adicionales, entre otras, 
para evaluar la cadena de mando el día 
de los hechos. La sentencia se elaboró 
de conformidad con los estándares 
internacionales en materia de derechos 
de la niñez y medidas de reparación, 
por ejemplo, en ella se requirió un acto 
de disculpa pública por parte del Estado 
y la implementación de acciones 
estatales coordinadas para prevenir 
hechos similares.

Conversatorio sobre la protección y garantía del derecho de los pueblos y las mujeres indígenas a la 
propiedad intelectual colectiva, organizado con la Comisión de la Mujer del Congreso de la República.

14 Informe del Alto Comisionado 2025 A/HRC/61/18

https://docs.un.org/es/CEDAW/C/GTM/CO/10


18.  Las cifras de violencia contra las 
mujeres y las niñas continúan siendo 
motivo de preocupación para el ACNUDH. 
Al 31 de diciembre de 2025, el 
Observatorio de las Mujeres del Ministerio 
Público había registrado 26.351 casos de 
violencia contra las mujeres, incluidos 623 
posibles femicidios y muertes violentas y 
más de 9.370 casos de violencia sexual10. 
Entre enero y diciembre de 2025, se 
registraron 54.788 nacimientos de 
madres niñas y adolescentes entre 
15 y 19 años y 2.101 de madres niñas 
menores de 14 años11. 

24.  El ACNUDH continuó el 
seguimiento al caso del Hospital 
Federico Mora17, y observa que, si bien 
ha habido mejoras parciales en lo que 
se refiere a la infraestructura, en el 
número y capacidad del personal 
encargado y la separación de internos, 
persisten condiciones y tratos 

Estas cifras revelan parte del impacto 
de la violencia sexual contra las niñas, 
particularmente en menores de 14 
años12.

19.  En febrero, el Ministerio de 
Gobernación aprobó el Acuerdo 
Ministerial núm. 119-2025, por el que se 
regula el procedimiento de entrega, 
ejecución y liquidación de los fondos 
otorgados a los Centros de Apoyo 
Integral para Mujeres Sobrevivientes de 
Violencia. El Acuerdo fue 
implementado oportunamente y en 
junio se trasladó el 100 % de los fondos 
a las organizaciones que cumplieron 
los requisitos.

20.  En abril, por primera vez una mujer 
indígena asumió el cargo de Secretaria 
Presidencial de la Mujer. El ACNUDH 
prestó asistencia técnica a la Secretaría 
y a organizaciones de la sociedad civil 
en la preparación de la información 
suministrada por Guatemala en relación 
con el seguimiento de las 
observaciones finales sobre su décimo 
informe periódico al Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer13.

21.  El ACNUDH monitoreó la situación 
de los derechos humanos relacionados 
con la salud sexual y reproductiva de 
las mujeres indígenas en los 
departamentos de Alta Verapaz, Izabal, 
Petén, Quetzaltenango, Quiché, Sololá 
y Totonicapán. En Izabal, se monitoreó 
la situación de los derechos humanos 

de las mujeres garífunas y 
afrodescendientes. Las autoridades 
tomaron medidas como parte de la 
implementación de algunas de las 
reparaciones acordadas por el Comité 
de Derechos Humanos en su dictamen 
respecto de la comunicación Fátima c. 
Guatemala14. Sin embargo, persisten los 
siguientes retos en los departamentos 
monitoreados: altas tasas de embarazos 
de adolescentes y niñas, a menudo por 
violencia sexual; discriminación contra 
mujeres embarazadas y abuelas 
comadronas en centros de salud y 
hospitales públicos; limitada prestación 
de servicios con pertinencia cultural; 
falta de educación integral de la 
sexualidad en centros educativos; 
existencia de estereotipos y machismo 
estructural, y falta de presupuesto o 
reducción del mismo para garantizar 
estos derechos.

22.   El ACNUDH continuó brindando 
asesoría técnica al Movimiento Nacional 
de Tejedoras para lograr el 
reconocimiento de la propiedad 
intelectual colectiva de los tejidos e 
indumentaria elaborados por mujeres 
indígenas. La Iniciativa de Ley núm. 6136, 
presentada en el Congreso en 2022, no 
ha sido aprobada15. El ACNUDH 
reconoce avances, por parte del Instituto 
Guatemalteco de Turismo, en la 
implementación de la sentencia de la 
Corte de Constitucionalidad que le 
exhorta a implementar mecanismos de 
participación adecuados para los 
Pueblos Indígenas en la formulación y 
diseño de políticas públicas que les 
puedan afectar. El Plan Maestro de 
Turismo Sostenible de Guatemala 
2026-2036, presentado en diciembre, 
contó con la participación del 
Movimiento Nacional de Tejedoras.

23.  En agosto, se dictó la sentencia del 
caso  del Hogar Seguro Virgen de la 
Asunción, tras haber transcurrido más de 

ocho años desde los hechos16. La jueza 
condenó a seis de las siete personas 
acusadas por delitos de maltrato de 
personas menores de edad, 
incumplimiento de deberes, abuso de 
autoridad y homicidio culposo, a penas 
de prisión de entre 6 y 25 años. Uno de 
los acusados fue absuelto por falta de 
pruebas. La sentencia ordenó al 
Ministerio Público a llevar a cabo 
investigaciones adicionales, entre otras, 
para evaluar la cadena de mando el día 
de los hechos. La sentencia se elaboró 
de conformidad con los estándares 
internacionales en materia de derechos 
de la niñez y medidas de reparación, 
por ejemplo, en ella se requirió un acto 
de disculpa pública por parte del Estado 
y la implementación de acciones 
estatales coordinadas para prevenir 
hechos similares.

contrarios a los estándares 
internacionales de derechos humanos, 
como internamientos involuntarios, 
hacinamiento, sobremedicación y actos 
de tortura y otros tratos crueles, 
inhumanos y degradantes.

25.  El ACNUDH facilitó procesos de 
formación en igualdad, no 
discriminación y ajustes razonables en 
el empleo de personas con 
discapacidad a personal del Consejo 
Nacional para la Atención de las 
Personas con Discapacidad. Además, el 
Consejo aprobó formalmente las Guías 
para la Participación de las Personas 
con Discapacidad en Procesos de 
Consulta y la Guía para la 

Implementación de Ajustes Razonables 
en el Consejo Nacional para la Atención 
de las Personas con Discapacidad 
(CONADI), integrándolas en su 
normativa interna. Este avance refleja la 
integración institucional de 
herramientas técnicas que fortalecen la 
capacidad de orientar a entidades 
públicas y privadas. En el marco del 
programa “Estableciendo las 
precondiciones para la garantía de los 
derechos de las personas con 
discapacidad”, financiado por el Fondo 
Mundial para las Personas con 
Discapacidad, liderado por el ACNUDH 
e implementado de forma conjunta con 
el Fondo de Población de las Naciones 

Unidas (UNFPA) y el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo, se 
apoyó al Ministerio de Salud Pública y 
Asistencia Social en el proceso de 
capacitación de las juntas evaluadoras 
para la certificación de discapacidad. 
Este proceso constituyó un paso clave 
para generar datos confiables y orientar 
políticas inclusivas.

26.  El ACNUDH también brindó 
asesoría técnica a las organizaciones 
de personas con discapacidad en el 
análisis legislativo que derivó en la 
Iniciativa de Ley núm. 6571 (Ley de 
Igualdad y Derechos de las Personas 
con Discapacidad).

Espacio de consulta a niñas, niños y adolescentes con discapacidad y sus personas cuidadoras, desde una 
prespectiva de derechos humanos, organizado con UNICEF.  © ACNUDH Guatemala

C. Personas con discapacidad

17 Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, caso núm. 13524 “Personas sin 
implicancias penales internadas en el 
Federico Mora – Guatemala”, 21 de mayo de 
2025, disponible en: 
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/Corte
/2025/GT_13.524_NdeREs.PDF. El Hospital 
Federico Mora es el único establecimiento 
público en Guatemala que proporciona 
atención ambulatoria e intrahospitalaria en 
materia de salud mental.
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18.  Las cifras de violencia contra las 
mujeres y las niñas continúan siendo 
motivo de preocupación para el ACNUDH. 
Al 31 de diciembre de 2025, el 
Observatorio de las Mujeres del Ministerio 
Público había registrado 26.351 casos de 
violencia contra las mujeres, incluidos 623 
posibles femicidios y muertes violentas y 
más de 9.370 casos de violencia sexual10. 
Entre enero y diciembre de 2025, se 
registraron 54.788 nacimientos de 
madres niñas y adolescentes entre 
15 y 19 años y 2.101 de madres niñas 
menores de 14 años11. 

24.  El ACNUDH continuó el 
seguimiento al caso del Hospital 
Federico Mora17, y observa que, si bien 
ha habido mejoras parciales en lo que 
se refiere a la infraestructura, en el 
número y capacidad del personal 
encargado y la separación de internos, 
persisten condiciones y tratos 

Estas cifras revelan parte del impacto 
de la violencia sexual contra las niñas, 
particularmente en menores de 14 
años12.

19.  En febrero, el Ministerio de 
Gobernación aprobó el Acuerdo 
Ministerial núm. 119-2025, por el que se 
regula el procedimiento de entrega, 
ejecución y liquidación de los fondos 
otorgados a los Centros de Apoyo 
Integral para Mujeres Sobrevivientes de 
Violencia. El Acuerdo fue 
implementado oportunamente y en 
junio se trasladó el 100 % de los fondos 
a las organizaciones que cumplieron 
los requisitos.

20.  En abril, por primera vez una mujer 
indígena asumió el cargo de Secretaria 
Presidencial de la Mujer. El ACNUDH 
prestó asistencia técnica a la Secretaría 
y a organizaciones de la sociedad civil 
en la preparación de la información 
suministrada por Guatemala en relación 
con el seguimiento de las 
observaciones finales sobre su décimo 
informe periódico al Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer13.

21.  El ACNUDH monitoreó la situación 
de los derechos humanos relacionados 
con la salud sexual y reproductiva de 
las mujeres indígenas en los 
departamentos de Alta Verapaz, Izabal, 
Petén, Quetzaltenango, Quiché, Sololá 
y Totonicapán. En Izabal, se monitoreó 
la situación de los derechos humanos 

de las mujeres garífunas y 
afrodescendientes. Las autoridades 
tomaron medidas como parte de la 
implementación de algunas de las 
reparaciones acordadas por el Comité 
de Derechos Humanos en su dictamen 
respecto de la comunicación Fátima c. 
Guatemala14. Sin embargo, persisten los 
siguientes retos en los departamentos 
monitoreados: altas tasas de embarazos 
de adolescentes y niñas, a menudo por 
violencia sexual; discriminación contra 
mujeres embarazadas y abuelas 
comadronas en centros de salud y 
hospitales públicos; limitada prestación 
de servicios con pertinencia cultural; 
falta de educación integral de la 
sexualidad en centros educativos; 
existencia de estereotipos y machismo 
estructural, y falta de presupuesto o 
reducción del mismo para garantizar 
estos derechos.

22.   El ACNUDH continuó brindando 
asesoría técnica al Movimiento Nacional 
de Tejedoras para lograr el 
reconocimiento de la propiedad 
intelectual colectiva de los tejidos e 
indumentaria elaborados por mujeres 
indígenas. La Iniciativa de Ley núm. 6136, 
presentada en el Congreso en 2022, no 
ha sido aprobada15. El ACNUDH 
reconoce avances, por parte del Instituto 
Guatemalteco de Turismo, en la 
implementación de la sentencia de la 
Corte de Constitucionalidad que le 
exhorta a implementar mecanismos de 
participación adecuados para los 
Pueblos Indígenas en la formulación y 
diseño de políticas públicas que les 
puedan afectar. El Plan Maestro de 
Turismo Sostenible de Guatemala 
2026-2036, presentado en diciembre, 
contó con la participación del 
Movimiento Nacional de Tejedoras.

23.  En agosto, se dictó la sentencia del 
caso  del Hogar Seguro Virgen de la 
Asunción, tras haber transcurrido más de 

ocho años desde los hechos16. La jueza 
condenó a seis de las siete personas 
acusadas por delitos de maltrato de 
personas menores de edad, 
incumplimiento de deberes, abuso de 
autoridad y homicidio culposo, a penas 
de prisión de entre 6 y 25 años. Uno de 
los acusados fue absuelto por falta de 
pruebas. La sentencia ordenó al 
Ministerio Público a llevar a cabo 
investigaciones adicionales, entre otras, 
para evaluar la cadena de mando el día 
de los hechos. La sentencia se elaboró 
de conformidad con los estándares 
internacionales en materia de derechos 
de la niñez y medidas de reparación, 
por ejemplo, en ella se requirió un acto 
de disculpa pública por parte del Estado 
y la implementación de acciones 
estatales coordinadas para prevenir 
hechos similares.

contrarios a los estándares 
internacionales de derechos humanos, 
como internamientos involuntarios, 
hacinamiento, sobremedicación y actos 
de tortura y otros tratos crueles, 
inhumanos y degradantes.

25.  El ACNUDH facilitó procesos de 
formación en igualdad, no 
discriminación y ajustes razonables en 
el empleo de personas con 
discapacidad a personal del Consejo 
Nacional para la Atención de las 
Personas con Discapacidad. Además, el 
Consejo aprobó formalmente las Guías 
para la Participación de las Personas 
con Discapacidad en Procesos de 
Consulta y la Guía para la 

Implementación de Ajustes Razonables 
en el Consejo Nacional para la Atención 
de las Personas con Discapacidad 
(CONADI), integrándolas en su 
normativa interna. Este avance refleja la 
integración institucional de 
herramientas técnicas que fortalecen la 
capacidad de orientar a entidades 
públicas y privadas. En el marco del 
programa “Estableciendo las 
precondiciones para la garantía de los 
derechos de las personas con 
discapacidad”, financiado por el Fondo 
Mundial para las Personas con 
Discapacidad, liderado por el ACNUDH 
e implementado de forma conjunta con 
el Fondo de Población de las Naciones 

Unidas (UNFPA) y el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo, se 
apoyó al Ministerio de Salud Pública y 
Asistencia Social en el proceso de 
capacitación de las juntas evaluadoras 
para la certificación de discapacidad. 
Este proceso constituyó un paso clave 
para generar datos confiables y orientar 
políticas inclusivas.

26.  El ACNUDH también brindó 
asesoría técnica a las organizaciones 
de personas con discapacidad en el 
análisis legislativo que derivó en la 
Iniciativa de Ley núm. 6571 (Ley de 
Igualdad y Derechos de las Personas 
con Discapacidad).
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Conferencia sobre el derecho a la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, realizada 
junto al CONADI.  © ACNUDH Guatemala



D. Diversidad sexual e identidad de género

27.  En 2025, ha prevalecido la 
estigmatización, el acoso, la 
discriminación y la violencia contra 
personas lesbianas, gais, bisexuales, 
transgénero e intersexuales. El 
Observatorio Nacional de Derechos 
Humanos y Violencias por Orientación 
Sexual e Identidad de Género de la 
Asociación Lambda registró, a 
diciembre, 29 muertes violentas 
presuntamente relacionadas con la 
identidad de género y orientación 
sexual (ocho hombres gais, nueve 
mujeres transgénero, tres mujeres 
lesbianas, un hombre transgénero, siete 
hombres bisexuales y una mujer 
travesti). Una cifra que, aunque menor 
que las 35 documentadas en 2024, 
continúa evidenciando un nivel de 
violencia alarmante.

28.  En junio, la Corte de 
Constitucionalidad otorgó un amparo 

provisional para evitar la realización del 
Desfile de la Diversidad Sexual e 
Identidad de Género, fundamentándose 
en la vulneración de los derechos de la 
niñez y la protección de la moral 
pública. Si bien finalmente se permitió la 
realización del desfile, la Corte requirió 
a diversas instituciones del Estado que 
protegieran los valores espirituales y 
morales de la sociedad. Se trata del 
segundo año consecutivo en que se 
produce este intento de impedir la 
realización del desfile.

29.  En octubre, varias oficinas del 
ACNUDH en las Américas, incluida la de 
Guatemala, y la Red Sin Violencia 
LGBTIQ+, junto con otras contrapartes, 
continuaron la elaboración de un 
instrumento regional de investigación 
penal de muertes violentas por 
prejuicios contra personas LGBTIQ+.
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Personas LGBTIQ+ marchan por sus derechos en el Desfile de la Diversidad Sexual e Identidad de Género. 
© ACNUDH Guatemala



E. Juventud
30.  El ACNUDH saluda la aprobación 
de la Política Nacional de la Juventud 
2025-2040, y nota la disponibilidad de 
programas, proyectos y acciones del 
Gobierno orientados a la promoción del 
acceso a la educación, el empleo y 
fomento de la participación de jóvenes, 
como el programa Becas por Nuestro 
Futuro y la estrategia de abordaje 
territorial.

31.  El ACNUDH reconoce la labor de 
promoción de derechos humanos de las 
organizaciones juveniles, asociaciones 
estudiantiles y jóvenes líderes desde 
diversos territorios, identidades y 
enfoques. Sin embargo, nota con 
preocupación los reportes que ha 
recibido sobre las amenazas, las 
agresiones físicas, las intimidaciones, los 
discursos de odio —también en la esfera 
digital—, la criminalización y, en el caso 

de las mujeres jóvenes, la violencia 
sexual y la violencia basada en género 
que enfrentan en el ejercicio de sus 
derechos civiles y políticos. En 2025, el 
ACNUDH proveyó asesoría técnica a la 
Red de Personas Jóvenes Defensoras 
de Derechos Humanos, integrada por  
19 organizaciones con representación 
de jóvenes de los pueblos maya, xinca, 
garífuna, afrodescendiente y mestizo, 
jóvenes con discapacidad y jóvenes 
LGBTIQ+.

32.  El ACNUDH implementó un curso 
para el equipo del Consejo Nacional de 
la Juventud, incluidos delegados 
departamentales, con el propósito de 
fortalecer la capacidad del Consejo para 
ofrecer asistencia a las entidades del 
Estado en la promoción de los derechos 
humanos de jóvenes, reconociendo a 
quienes enfrentan mayores barreras 
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Diálogos sobre juventud entre la Red de Personas Jóvenes Defensoras de Derechos Humanos e 
institucionalidad del Estrado, con el acompañamiento de CONJUVE y la asesoría técnica del ACNUDH.
© ACNUDH Guatemala
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F. Personas migrantes
33. En 2025 continuaron, aunque en 
menor medida que en 2024, los retornos 
de personas migrantes desde los Estados 
Unidos de América y México18. Para 
atender a estas personas, el Gobierno 
transitó de un modelo asistencialista a una 
ruta estatal que abarca desde la protección 
consular en el país de destino hasta la 
reintegración comunitaria posterior al 
retorno. Se destaca la incorporación del 
Plan Retorno al Hogar a la Política 
Migratoria nacional, el registro desglosado 
de información sobre las personas 
retornadas, la atención diferenciada según 
las necesidades y la planificación 
comunitaria para la reintegración de las 
personas retornadas en estrategias de 
desarrollo local. El ACNUDH monitoreó la 
situación de derechos humanos en el 
contexto migratorio y participó en el Grupo 
Especializado de Migración del sistema de 
las Naciones Unidas en Guatemala.  

para el cumplimiento de sus derechos: 
las mujeres jóvenes, los Pueblos 
Indígenas y afrodescendientes, las 
personas con discapacidad y las 
personas LGBTIQ+. 

La Oficina, en coordinación con la Red 
de Personas Jóvenes Defensoras de 
Derechos Humanos y con el Consejo, 
celebró los “Diálogos sobre juventud” 
que unieron a jóvenes de 17 
organizaciones con el Consejo, la 
Comisión Presidencial por la Paz y los 
Derechos Humanos y el Ministerio de 
Gobernación para intercambiar e 
identificar necesidades sobre las cuales 
se propusieron acciones que favorezcan 
la garantía del disfrute de los derechos 
humanos por parte de la juventud. En 
marzo, junto con el Coordinador 
Residente de las Naciones Unidas, el 
UNFPA y el Consejo Nacional de la 
Juventud, el ACNUDH acompañó al 
Subsecretario General de Asuntos de la 
Juventud de las Naciones Unidas en su 
visita a Guatemala.

19Informe del Alto Comisionado 2025 A/HRC/61/18

Visita del Subsecretario General de Asuntos de la Juventud de las Naciones Unidas, Felipe Paullier.  
© ACNUDH Guatemala
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Acceso a tierras, territorios y 
recursos naturales

A.

34.  En 2025, los conflictos agrarios 
continuaron siendo recurrentes. Entre 
enero y octubre, el ACNUDH 
documentó ocho desalojos forzosos y 
siete amenazas de desalojos emitidas 
por autoridades estatales en 
cumplimiento de órdenes judiciales, así 
como cuatro desalojos extrajudiciales 
promovidos por actores particulares no 
identificados. Dos de esos desalojos 
extrajudiciales derivaron en hechos 
violentos: uno en un enfrentamiento 
entre personal de seguridad privada y 
miembros de la comunidad; y otro, en 
un enfrentamiento entre agentes de la 

Policía y particulares. El Ministerio 
Público recibió 650 denuncias por el 
delito de usurpación y, hasta 
septiembre, había ejecutado 36 
desalojos en varios departamentos del 
país. Persisten las preocupaciones 
relativas a que los desalojos no se llevan 
a cabo conforme a los estándares 
internacionales de derechos humanos y 
a que no se ofrecen alternativas de 
desarrollo efectivas para las 
comunidades afectadas. Durante su 
visita, el Relator Especial sobre una 
vivienda adecuada como elemento 

integrante del derecho a un nivel de vida 
adecuado ahondó en esta situación19. 
Estos procesos afectan particularmente 
a las mujeres quienes, al ser 
desplazadas, suelen tener la carga de 
encontrar nuevas formas de acceder al 
agua para uso doméstico y buscar 
educación para sus hijos, entre otras 
tareas que les son atribuidas como 
responsabilidades exclusivas.

35.  El Gobierno desarrolló una segunda 
reforma20 a la institucionalidad del 

Organismo Ejecutivo destinada a 
ocuparse de la conflictividad agraria 
creando la Comisión Presidencial de 
Atención a la Conflictividad, la cual tiene 
vigencia temporal21. 

Estos cambios institucionales realizados 
en corto espacio de tiempo han 
generado confusión en las 
comunidades, falta de certeza sobre las 
rutas que se seguirán para la atención 
de los casos e inestabilidad del 
personal que atiende a las personas y la 
cobertura departamental que abarcan; 
además han tenido un impacto en la 
operatividad de las delegaciones 
regionales, donde suceden la mayor 
parte de los conflictos.

IV.  Desarrollo humano sostenible e inclusivo

Informe del Alto Comisionado 2025 A/HRC/61/1820

Formación a funcionariado púbico de Izabal sobre estándares internacionales relacionados con desalojos 
forzosos, organizado con la COPADEH. © ACNUDH Guatemala



34.  En 2025, los conflictos agrarios 
continuaron siendo recurrentes. Entre 
enero y octubre, el ACNUDH 
documentó ocho desalojos forzosos y 
siete amenazas de desalojos emitidas 
por autoridades estatales en 
cumplimiento de órdenes judiciales, así 
como cuatro desalojos extrajudiciales 
promovidos por actores particulares no 
identificados. Dos de esos desalojos 
extrajudiciales derivaron en hechos 
violentos: uno en un enfrentamiento 
entre personal de seguridad privada y 
miembros de la comunidad; y otro, en 
un enfrentamiento entre agentes de la 

Policía y particulares. El Ministerio 
Público recibió 650 denuncias por el 
delito de usurpación y, hasta 
septiembre, había ejecutado 36 
desalojos en varios departamentos del 
país. Persisten las preocupaciones 
relativas a que los desalojos no se llevan 
a cabo conforme a los estándares 
internacionales de derechos humanos y 
a que no se ofrecen alternativas de 
desarrollo efectivas para las 
comunidades afectadas. Durante su 
visita, el Relator Especial sobre una 
vivienda adecuada como elemento 

integrante del derecho a un nivel de vida 
adecuado ahondó en esta situación19. 
Estos procesos afectan particularmente 
a las mujeres quienes, al ser 
desplazadas, suelen tener la carga de 
encontrar nuevas formas de acceder al 
agua para uso doméstico y buscar 
educación para sus hijos, entre otras 
tareas que les son atribuidas como 
responsabilidades exclusivas.

35.  El Gobierno desarrolló una segunda 
reforma20 a la institucionalidad del 

Organismo Ejecutivo destinada a 
ocuparse de la conflictividad agraria 
creando la Comisión Presidencial de 
Atención a la Conflictividad, la cual tiene 
vigencia temporal21. 

Estos cambios institucionales realizados 
en corto espacio de tiempo han 
generado confusión en las 
comunidades, falta de certeza sobre las 
rutas que se seguirán para la atención 
de los casos e inestabilidad del 
personal que atiende a las personas y la 
cobertura departamental que abarcan; 
además han tenido un impacto en la 
operatividad de las delegaciones 
regionales, donde suceden la mayor 
parte de los conflictos.

Promoción de derechos humanos en comunidad Q'eqchi' del Valle del Polochic.  © ACNUDH Guatemala

En relación con A/HRC/58/22, párr. 40.20

Véase la declaración del Relator Especial 
sobre una vivienda adecuada como 
elemento integrante del derecho a un 
nivel de vida adecuado efectuada al 
concluirse su visita a Guatemala del 14 al 
25 de julio de 2025: 
https://www.ohchr.org/sites/default/files/do
cuments/issues/housing/2025-07-25-eo
m-guatemala-sr-housing-sp.pdf.

19

Acuerdo Gubernativo núm. 100-2025, 4 de 
junio de 2025.

21

21

https://copadeh.gob.gt/acuerdo-de-creacion/


36.  El ACNUDH, la Organización de 
Cooperación y Desarrollo Económicos y la 
Organización Internacional del Trabajo 
fomentaron la debida diligencia en materia 
de derechos humanos con distintos actores 
en el marco del nuevo reglamento 
establecido por la Unión Europea, 
aplicables al sector agrícola en Guatemala22.

37.  En dicho marco, el ACNUDH desarrolló 
procesos formativos e identificó líneas de 
trabajo y necesidades normativas con el 
Gremial de Palmicultores de Guatemala 
(GREPALMA), la Asociación de Exportadores 
de Guatemala (AGEXPORT) y CENTRARSE 
para incorporar la debida diligencia en 
derechos humanos. Se mantuvo un diálogo 
con actores como Guatecaña, Panamerican 
Silver y el Grupo Hame sobre los Principios 
Rectores de las Naciones Unidas sobre las 
Empresas y los Derechos Humanos.            

El ACNUDH también desarrolló un 
proceso formativo para el Ministerio de 
Ambiente y Recursos Naturales y la 
Comisión Presidencial por la Paz y los 
Derechos Humanos. A través de la 
Comisión, el ACNUDH desarrolló 
encuentros interinstitucionales con la 
Secretaría de Planificación, el Ministerio 
de Energía y Minas, el Ministerio de 
Trabajo y Previsión Social, el Ministerio de 
Economía, el Ministerio de Ambiente y 
Recursos Naturales, el Consejo Nacional 
de Áreas Protegidas, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y el Instituto 
Nacional de Bosques.

38.  El ACNUDH también realizó visitas de 
observación de la situación de derechos 
humanos en las operaciones de las 
empresas y facilitó un espacio de diálogo 
con organizaciones de la sociedad civil y 
autoridades indígenas para analizar la 
situación de los derechos humanos en el 
ámbito empresarial, apoyando en la 
documentación de casos emblemáticos.

Véase 
https://eur-lex.europa.eu/ES/legal-content/summary
/fighting-deforestation-and-forest-degradation.html.

22

Empresas y derechos humanosB.

Visita a finca en Cobán, Alta Verapaz, para conocer los impactos de la cadena de valor del cacao.
 © ACNUDH Guatemala
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A. Acceso a la justicia

39.  La falta de acceso a la justicia en 
Guatemala continúa representando un 
desafío estructural, especialmente para 
los sectores de la sociedad más 
vulnerables. Esta situación no solo 
propicia condiciones de impunidad y 
debilita la confianza en el sistema de 
justicia, sino que también limita la 
participación efectiva de las víctimas en 
los procesos judiciales. En el caso de 
los Pueblos Indígenas y 
afrodescendientes, persisten los 
obstáculos relacionados con las 
barreras lingüísticas y geográficas, los 
discursos discriminatorios y la ausencia 
de un enfoque intercultural en la 
administración de justicia, lo que 
agudiza su exclusión y restringe de 
manera significativa el ejercicio pleno 
de sus derechos.

40.  El ACNUDH y la Procuraduría de 
Derechos Humanos iniciaron un 
proceso de formación para el personal 
de la institución sobre estándares 
internacionales en materia de 
independencia judicial, buscando 
fortalecer sus conocimientos y 
capacidades para la protección de 
personas operadoras de justicia. El 
ACNUDH continuó fortaleciendo los 
conocimientos de las personas 
operadoras de justicia y de las 
organizaciones de la sociedad civil en el 
uso de mecanismos de protección de 
derechos humanos de las Naciones 
Unidas.

V.  Justicia y lucha contra la impunidad

23Informe del Alto Comisionado 2025 A/HRC/61/18

Víctimas del conflicto armado interno exigen justicia en la 
Plaza de los Derechos Humanos.  © ACNUDH Guatemala



B. Independencia e imparcialidad judiciales

41.  Durante 2025, continuó preocupando 
gravemente al ACNUDH la 
instrumentalización del derecho penal por 
parte del Ministerio Público para 
criminalizar a personas operadoras de 
justicia que investigaron casos de 
corrupción y de graves violaciones de los 
derechos humanos, generando un clima 
de temor e impunidad. La Relatora 
Especial sobre la independencia de 
magistrados y abogados también expresó 
su preocupación respecto de esta 
situación tras su visita al país en mayo23.

42.  En relación con los casos de 
criminalización contra personas 
defensoras de derechos humanos, 
incluidas personas operadoras de justicia, 
el ACNUDH continuó documentando 
patrones de falta de garantías procesales, 
entre ellas, dilaciones indebidas, 
restricciones en el acceso a los 
expedientes judiciales, ausencia de 
audiencias públicas cuando procede su 
celebración, así como la realización de 
audiencias sin la debida publicidad y sin 
una justificación válida. Estas prácticas 
limitan el derecho a una defensa efectiva 
y constituyen violaciones del derecho a 
un juicio justo y al debido proceso. A la  
persecución contra los abogados 
defensores, se suma de manera 
importante la imposición arbitraria de 

multas procesales24 sin la debida 
fundamentación, así como la amenaza 
de otras sanciones como un medio de 
presión.

43.  En 2025, el ACNUDH documentó al 
menos 1.375 ataques por parte de 
actores estatales y particulares contra 
29 personas operadoras de justicia y 
abogados (17 mujeres y 12 hombres), 
inclusive en el espacio digital, y continuó 
documentando la criminalización contra 
66 personas operadoras de justicia (39 
mujeres y 27 hombres) por parte del 
Ministerio Público y juzgados de primera 
instancia. Destacan los casos contra el 
juez Eric García, la abogada Claudia 
González, el exfiscal Stuardo Campo y la 
ex auxiliar fiscal Paola Pimentel, así 
como el traslado indebido de la jueza 
Nancy Anel Oajaca.

44.  Especial atención merece la 
criminalización contra el personal fiscal 
que, en su momento, estuvo a cargo de la 
investigación del caso Odebrecht. En 
mayo de 2025, la sala Tercera de 
Apelaciones del ramo penal dictó órdenes 
de captura y decretó rebeldía contra 26 
personas25, y emitió orden de aprehensión 
internacional, que se transmitió 
posteriormente a la INTERPOL contra Amy 
Girón y Mayra Véliz. El 26 de septiembre, 
la cámara penal otorgó de oficio amparo 
provisional con efectos suspensivos a las 
órdenes de captura y rebeldías para 
algunas de estas personas, dicho amparo 
puede ser declarado sin lugar en Véanse las observaciones preliminares de 

la Relatora Especial sobre la independencia 
de los magistrados y abogados tras su visita 
a Guatemala del 12 al 23 de mayo de 2025: 
https://www.ohchr.org/sites/default/files/doc
uments/issues/ijudiciary/statements/120520
05-eom-sr-ijl-visit-guatemala-es.pdf.
 

23

En referencia a los artículos 66 y 203 de la 
Ley del Organismo Judicial y al artículo 46 
de la Ley de Amparo.
 

24

El ACNUDH documentó 
al menos 1.375 ataques 
contra 29 personas 
operadoras de justicia 
y abogados en 2025.
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cualquier momento pues en él no se da 
cuenta del fondo de la solicitud de 
amparo.

45.  Son de resaltar tres sentencias 
absolutorias en favor de personas 
operadoras de justicia. La primera fue 
otorgada en favor de Claudia Maselli, 
exprocuradora adjunta de la 
Procuraduría de Derechos Humanos, 
por parte de la Sala Tercera de 
Apelaciones del ramo penal; la segunda, 
en favor de Stuardo Campo, en la causa 
conocida como Caso Alfa 7, y la tercera, 
en favor de la ex auxiliar fiscal Paola 
Pimentel. Estas dos últimas sentencias 
absolutorias fueron concedidas por el 
Tribunal Undécimo de Sentencia Penal y 
han sido apeladas por el Ministerio 
Público.



Seis de ellas son operadoras de justicia cuyos 
casos documenta el ACNUDH: Thelma Aldana, 
Amy Girón, Ingrid Letona, Juan Francisco 
Sandoval, Eva Siomara Sosa y Mayra Véliz.

25

41.  Durante 2025, continuó preocupando 
gravemente al ACNUDH la 
instrumentalización del derecho penal por 
parte del Ministerio Público para 
criminalizar a personas operadoras de 
justicia que investigaron casos de 
corrupción y de graves violaciones de los 
derechos humanos, generando un clima 
de temor e impunidad. La Relatora 
Especial sobre la independencia de 
magistrados y abogados también expresó 
su preocupación respecto de esta 
situación tras su visita al país en mayo23.

42.  En relación con los casos de 
criminalización contra personas 
defensoras de derechos humanos, 
incluidas personas operadoras de justicia, 
el ACNUDH continuó documentando 
patrones de falta de garantías procesales, 
entre ellas, dilaciones indebidas, 
restricciones en el acceso a los 
expedientes judiciales, ausencia de 
audiencias públicas cuando procede su 
celebración, así como la realización de 
audiencias sin la debida publicidad y sin 
una justificación válida. Estas prácticas 
limitan el derecho a una defensa efectiva 
y constituyen violaciones del derecho a 
un juicio justo y al debido proceso. A la  
persecución contra los abogados 
defensores, se suma de manera 
importante la imposición arbitraria de 

multas procesales24 sin la debida 
fundamentación, así como la amenaza 
de otras sanciones como un medio de 
presión.

43.  En 2025, el ACNUDH documentó al 
menos 1.375 ataques por parte de 
actores estatales y particulares contra 
29 personas operadoras de justicia y 
abogados (17 mujeres y 12 hombres), 
inclusive en el espacio digital, y continuó 
documentando la criminalización contra 
66 personas operadoras de justicia (39 
mujeres y 27 hombres) por parte del 
Ministerio Público y juzgados de primera 
instancia. Destacan los casos contra el 
juez Eric García, la abogada Claudia 
González, el exfiscal Stuardo Campo y la 
ex auxiliar fiscal Paola Pimentel, así 
como el traslado indebido de la jueza 
Nancy Anel Oajaca.

44.  Especial atención merece la 
criminalización contra el personal fiscal 
que, en su momento, estuvo a cargo de la 
investigación del caso Odebrecht. En 
mayo de 2025, la sala Tercera de 
Apelaciones del ramo penal dictó órdenes 
de captura y decretó rebeldía contra 26 
personas25, y emitió orden de aprehensión 
internacional, que se transmitió 
posteriormente a la INTERPOL contra Amy 
Girón y Mayra Véliz. El 26 de septiembre, 
la cámara penal otorgó de oficio amparo 
provisional con efectos suspensivos a las 
órdenes de captura y rebeldías para 
algunas de estas personas, dicho amparo 
puede ser declarado sin lugar en 
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cualquier momento pues en él no se da 
cuenta del fondo de la solicitud de 
amparo.

45.  Son de resaltar tres sentencias 
absolutorias en favor de personas 
operadoras de justicia. La primera fue 
otorgada en favor de Claudia Maselli, 
exprocuradora adjunta de la 
Procuraduría de Derechos Humanos, 
por parte de la Sala Tercera de 
Apelaciones del ramo penal; la segunda, 
en favor de Stuardo Campo, en la causa 
conocida como Caso Alfa 7, y la tercera, 
en favor de la ex auxiliar fiscal Paola 
Pimentel. Estas dos últimas sentencias 
absolutorias fueron concedidas por el 
Tribunal Undécimo de Sentencia Penal y 
han sido apeladas por el Ministerio 
Público.

Observación de audiencia en Chiquimula.  © ACNUDH Guatemala

https://oacnudh.org.gt/2024/05/16/seleccion-de-altas-cortes-oportunidad-para-fortalecer-la-independencia-judicial/


C. Justicia transicional
46.  El ACNUDH da seguimiento a 19 casos 
de justicia transicional. Se observan 
avances en el caso Mujeres Achí II, con la 
condena de tres expatrulleros de 
autodefensa civil por la comisión de delitos 
contra deberes de humanidad en la 
modalidad de violencia sexual. En el caso 
CREOMPAZ, la Corte de Constitucionalidad 
revocó el amparo que en 2024 habría 
anulado el proceso y ordenado la libertad 
de los procesados.

47.  Preocupan al ACNUDH la aplicación de 
la Ley de Reconciliación Nacional sobre el 
juzgamiento de delitos contra deberes de 
humanidad en el caso de la Panel Blanca, 
así como la solicitud de clausura provisional 
del proceso penal en favor de cinco 
personas previamente acusadas en 2021 y 
2022 en el caso Diario Militar. También 
preocupan los importantes retrasos en los 
procesos de los casos Genocidio Ixil 
(1978-1982), Molina Theissen, Rancho 
Bejuco, Mujeres Achí I, Masacre de las Dos 
Erres y Luz Leticia.

48.  El ACNUDH continuó brindando 
asistencia para el fortalecimiento de 
procesos dirigidos a la sociedad civil, sobre 

todo a personas jóvenes, en torno a la 
importancia de los archivos como 
herramienta para el ejercicio del derecho a 
la memoria, verdad y justicia. Respecto del 
Archivo Histórico de la Policía Nacional, el 
ACNUDH ha recibido con preocupación 
información sobre el deterioro de su 
accesibilidad física y digital. Urge el 
cumplimiento de la sentencia de amparo 
emitida por la Corte Suprema de Justicia y 
contenida en el expediente núm. 1281-2019 
relativa al traslado definitivo del inmueble 
que alberga el archivo y la adopción de las 
medidas necesarias para garantizar la 
continuidad y sostenibilidad del proceso 
archivístico en condiciones óptimas.

49.  El ACNUDH brindó asistencia técnica a 
la Comisión Presidencial por la Paz y los 
Derechos Humanos sobre estándares en 
materia de búsqueda de personas 
desaparecidas, y promovió el diálogo con 
víctimas y organizaciones de la sociedad 
civil, con el fin de avanzar en la 
implementación del Plan de Búsqueda 
Humanitaria y del Plan Nacional de 
Dignificación y Reparación para las 
Víctimas del Conflicto Armado Interno.

Estación”La sastrería” en el Museo de la memoria del Centro Intercultural de Quetzaltenango, 
implementada con la asistencia técnica del ACNUDH.     
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50.  El ACNUDH ha observado que el 
uso indebido del derecho penal genera 
un claro impacto negativo en los 
derechos a la libertad de expresión y de 
reunión pacífica. Esto infunde miedo en 
la ciudadanía para manifestarse y 
fomenta la autocensura en periodistas 
por temor a potenciales denuncias.

51.  En 2025, el ACNUDH ha observado 
una línea de ataque directo contra 
liderazgos y autoridades indígenas y 
sus formas de organización, lo que ha 
ocasionado nuevos riesgos para el 
ejercicio de sus derechos, así como un 
incremento de la desconfianza hacia las 
autoridades del Estado por parte de los 
Pueblos Indígenas. 

acciones concretas de las instituciones 
estatales, que siguen contando con 
limitadas capacidades humanas, 
técnicas y financieras para la 
prevención de estos ataques, y la 
respuesta eficaz ante ellos, lo que 
contribuye a mantener un entorno de 
riesgo para quienes ejercen la 
promoción y la defensa de los 
derechos humanos.

53.  En 2025 se documentaron varios 
procesos de criminalización contra 
antiguas autoridades indígenas que 
habían participado en el paro nacional 
de 2023 ejerciendo su derecho de 
reunión pacífica: Luis Pacheco y Héctor 
Chaclán26, privados de libertad desde el 
23 de abril de 2025, y Esteban Toc 
Tzay27, que tiene medidas sustitutivas 
desde el 6 de septiembre de 2025. 
Estos procesos penales conllevan la 
criminalización de las formas de 
organización de los Pueblos Indígenas 
a través de la imputación de tipos 
penales como la asociación ilícita y el 
terrorismo. El ACNUDH también 
documentó el proceso de 
criminalización en contra de Leocadio 
Juracán, dirigente nacional del Comité 
de Desarrollo Campesino, así como el 
momento de su detención, en la que los 
agentes de la Policía Nacional habrían 
presentado un papel manuscrito sin 
sello de la autoridad competente.

54.  En 2025, el ACNUDH continuó 
recibiendo denuncias de hechos que 
menoscaban la autonomía universitaria, 

derivadas de acciones del Consejo 
Superior Universitario de la Universidad 
de San Carlos de Guatemala. Entre 
estas acciones se incluye la expulsión 
de diez estudiantes. Estos hechos se 
suman a los ataques y las represalias 
contra estudiantes, docentes, 
trabajadores y personas defensoras de 
derechos humanos, quienes han 
denunciado anomalías en el proceso de 
elección del rector de esta Universidad, 
las cuales se han ido documentando 
desde 202228 y están relacionadas con 
el ejercicio de los derechos a la libertad 
de expresión, asociación y reunión 
pacífica.

55.  El Ministerio Público continuó la 
persecución penal contra Edmar Arriola, 
Pedro Ros y Cristopher Morales, 
estudiantes de la Universidad de San 
Carlos, por presuntos hechos ocurridos 
en las manifestaciones pacíficas en 
oposición a la elección del rector; así 

como contra el abogado Ramón 
Cadena, quien expresó su oposición a 
esa elección y brindó asesoría jurídica a 
estudiantes. Todos enfrentan un 
proceso penal por los delitos de 
usurpación agravada y depredación de 
bienes culturales. En octubre, Astrid 
Lemus, docente que ha liderado 
acciones ante la jurisdicción 
constitucional contra el Consejo 
Superior Universitario y brindado 
asistencia legal a estudiantes y 
docentes criminalizados, denunció 
públicamente ser víctima de 
intimidaciones, inclusive a través de la 
imposición de medidas administrativas.

56.  El ACNUDH valora la aprobación y 
lanzamiento en noviembre de la Política 
Pública de Protección a Defensoras y 
Defensores de Derechos Humanos, un 
compromiso pendiente del Estado 
desde la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
de 201429. Para su debida 
implementación, es indispensable que 
este avance cuente con recursos 
financieros y con la participación de la 
sociedad civil.

57.  El Ministerio de Gobernación realizó 
esfuerzos para dar a conocer la línea 
telefónica 1543, destinada a recibir 
denuncias y fortalecer la respuesta 
institucional ante casos de amenazas y 
agresiones contra personas defensoras 
en el ejercicio de su labor. Asimismo, y 
a pesar de que no se han podido 
concretar medidas de prevención y 

protección, la Instancia de Análisis de 
Ataques contra el Derecho de Personas, 
Organizaciones, Comunidades y 
Autoridades de los Pueblos Originarios 
a Defender los Derechos Humanos 
constituye un espacio multisectorial de 
diálogo. Sin embargo, el ACNUDH ha 
observado una limitada participación 
representativa y diversa de la sociedad 
civil en las distintas mesas temáticas, 
entre otras razones por los desafíos que 
se mantienen en la metodología que se 
debe implementar.

58.  El ACNUDH mantiene su 
preocupación por la falta de 
implementación de la Instrucción 
General 5-2018 por parte del Ministerio 
Público para la adecuada investigación 
de delitos contra personas defensoras.

52.  El ACNUDH registró un incremento 
en los ataques contra personas y 
organizaciones defensoras de derechos 
humanos. Durante el año, además de 
los ataques referidos anteriormente 
(véase el párr. 43), se documentaron 90 
ataques, por parte de actores estatales 
y no estatales, que afectaron a 109 
víctimas.  Si bien el Gobierno ha 
mantenido un discurso favorable a la 
labor de defensa de los derechos 
humanos, una gran distancia se 
extiende entre este discurso y las 

Derecho de promover 
y proteger los 
derechos humanos

A.
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VI. Espacio democrático
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acciones concretas de las instituciones 
estatales, que siguen contando con 
limitadas capacidades humanas, 
técnicas y financieras para la 
prevención de estos ataques, y la 
respuesta eficaz ante ellos, lo que 
contribuye a mantener un entorno de 
riesgo para quienes ejercen la 
promoción y la defensa de los 
derechos humanos.

53.  En 2025 se documentaron varios 
procesos de criminalización contra 
antiguas autoridades indígenas que 
habían participado en el paro nacional 
de 2023 ejerciendo su derecho de 
reunión pacífica: Luis Pacheco y Héctor 
Chaclán26, privados de libertad desde el 
23 de abril de 2025, y Esteban Toc 
Tzay27, que tiene medidas sustitutivas 
desde el 6 de septiembre de 2025. 
Estos procesos penales conllevan la 
criminalización de las formas de 
organización de los Pueblos Indígenas 
a través de la imputación de tipos 
penales como la asociación ilícita y el 
terrorismo. El ACNUDH también 
documentó el proceso de 
criminalización en contra de Leocadio 
Juracán, dirigente nacional del Comité 
de Desarrollo Campesino, así como el 
momento de su detención, en la que los 
agentes de la Policía Nacional habrían 
presentado un papel manuscrito sin 
sello de la autoridad competente.

54.  En 2025, el ACNUDH continuó 
recibiendo denuncias de hechos que 
menoscaban la autonomía universitaria, 

derivadas de acciones del Consejo 
Superior Universitario de la Universidad 
de San Carlos de Guatemala. Entre 
estas acciones se incluye la expulsión 
de diez estudiantes. Estos hechos se 
suman a los ataques y las represalias 
contra estudiantes, docentes, 
trabajadores y personas defensoras de 
derechos humanos, quienes han 
denunciado anomalías en el proceso de 
elección del rector de esta Universidad, 
las cuales se han ido documentando 
desde 202228 y están relacionadas con 
el ejercicio de los derechos a la libertad 
de expresión, asociación y reunión 
pacífica.

55.  El Ministerio Público continuó la 
persecución penal contra Edmar Arriola, 
Pedro Ros y Cristopher Morales, 
estudiantes de la Universidad de San 
Carlos, por presuntos hechos ocurridos 
en las manifestaciones pacíficas en 
oposición a la elección del rector; así 

como contra el abogado Ramón 
Cadena, quien expresó su oposición a 
esa elección y brindó asesoría jurídica a 
estudiantes. Todos enfrentan un 
proceso penal por los delitos de 
usurpación agravada y depredación de 
bienes culturales. En octubre, Astrid 
Lemus, docente que ha liderado 
acciones ante la jurisdicción 
constitucional contra el Consejo 
Superior Universitario y brindado 
asistencia legal a estudiantes y 
docentes criminalizados, denunció 
públicamente ser víctima de 
intimidaciones, inclusive a través de la 
imposición de medidas administrativas.

56.  El ACNUDH valora la aprobación y 
lanzamiento en noviembre de la Política 
Pública de Protección a Defensoras y 
Defensores de Derechos Humanos, un 
compromiso pendiente del Estado 
desde la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
de 201429. Para su debida 
implementación, es indispensable que 
este avance cuente con recursos 
financieros y con la participación de la 
sociedad civil.

57.  El Ministerio de Gobernación realizó 
esfuerzos para dar a conocer la línea 
telefónica 1543, destinada a recibir 
denuncias y fortalecer la respuesta 
institucional ante casos de amenazas y 
agresiones contra personas defensoras 
en el ejercicio de su labor. Asimismo, y 
a pesar de que no se han podido 
concretar medidas de prevención y 

protección, la Instancia de Análisis de 
Ataques contra el Derecho de Personas, 
Organizaciones, Comunidades y 
Autoridades de los Pueblos Originarios 
a Defender los Derechos Humanos 
constituye un espacio multisectorial de 
diálogo. Sin embargo, el ACNUDH ha 
observado una limitada participación 
representativa y diversa de la sociedad 
civil en las distintas mesas temáticas, 
entre otras razones por los desafíos que 
se mantienen en la metodología que se 
debe implementar.

58.  El ACNUDH mantiene su 
preocupación por la falta de 
implementación de la Instrucción 
General 5-2018 por parte del Ministerio 
Público para la adecuada investigación 
de delitos contra personas defensoras.

Procesados por los delitos de terrorismo 
y obstaculización a la acción penal.
Procesado por los delitos de terrorismo, 
obstaculización a la acción penal, asociación 
ilícita, sedición y obstrucción a la justicia.

27

Se documentaron 90 ataques, 

por parte de actores estatales 

y no estatales, que afectaron a 

109 víctimas.

28 A/HRC/52/23, párr. 92; A/HRC/55/21, 
párr. 84; y A/HRC/58/22, párr. 68.
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acciones concretas de las instituciones 
estatales, que siguen contando con 
limitadas capacidades humanas, 
técnicas y financieras para la 
prevención de estos ataques, y la 
respuesta eficaz ante ellos, lo que 
contribuye a mantener un entorno de 
riesgo para quienes ejercen la 
promoción y la defensa de los 
derechos humanos.

53.  En 2025 se documentaron varios 
procesos de criminalización contra 
antiguas autoridades indígenas que 
habían participado en el paro nacional 
de 2023 ejerciendo su derecho de 
reunión pacífica: Luis Pacheco y Héctor 
Chaclán26, privados de libertad desde el 
23 de abril de 2025, y Esteban Toc 
Tzay27, que tiene medidas sustitutivas 
desde el 6 de septiembre de 2025. 
Estos procesos penales conllevan la 
criminalización de las formas de 
organización de los Pueblos Indígenas 
a través de la imputación de tipos 
penales como la asociación ilícita y el 
terrorismo. El ACNUDH también 
documentó el proceso de 
criminalización en contra de Leocadio 
Juracán, dirigente nacional del Comité 
de Desarrollo Campesino, así como el 
momento de su detención, en la que los 
agentes de la Policía Nacional habrían 
presentado un papel manuscrito sin 
sello de la autoridad competente.

54.  En 2025, el ACNUDH continuó 
recibiendo denuncias de hechos que 
menoscaban la autonomía universitaria, 

derivadas de acciones del Consejo 
Superior Universitario de la Universidad 
de San Carlos de Guatemala. Entre 
estas acciones se incluye la expulsión 
de diez estudiantes. Estos hechos se 
suman a los ataques y las represalias 
contra estudiantes, docentes, 
trabajadores y personas defensoras de 
derechos humanos, quienes han 
denunciado anomalías en el proceso de 
elección del rector de esta Universidad, 
las cuales se han ido documentando 
desde 202228 y están relacionadas con 
el ejercicio de los derechos a la libertad 
de expresión, asociación y reunión 
pacífica.

55.  El Ministerio Público continuó la 
persecución penal contra Edmar Arriola, 
Pedro Ros y Cristopher Morales, 
estudiantes de la Universidad de San 
Carlos, por presuntos hechos ocurridos 
en las manifestaciones pacíficas en 
oposición a la elección del rector; así 

como contra el abogado Ramón 
Cadena, quien expresó su oposición a 
esa elección y brindó asesoría jurídica a 
estudiantes. Todos enfrentan un 
proceso penal por los delitos de 
usurpación agravada y depredación de 
bienes culturales. En octubre, Astrid 
Lemus, docente que ha liderado 
acciones ante la jurisdicción 
constitucional contra el Consejo 
Superior Universitario y brindado 
asistencia legal a estudiantes y 
docentes criminalizados, denunció 
públicamente ser víctima de 
intimidaciones, inclusive a través de la 
imposición de medidas administrativas.

56.  El ACNUDH valora la aprobación y 
lanzamiento en noviembre de la Política 
Pública de Protección a Defensoras y 
Defensores de Derechos Humanos, un 
compromiso pendiente del Estado 
desde la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
de 201429. Para su debida 
implementación, es indispensable que 
este avance cuente con recursos 
financieros y con la participación de la 
sociedad civil.

57.  El Ministerio de Gobernación realizó 
esfuerzos para dar a conocer la línea 
telefónica 1543, destinada a recibir 
denuncias y fortalecer la respuesta 
institucional ante casos de amenazas y 
agresiones contra personas defensoras 
en el ejercicio de su labor. Asimismo, y 
a pesar de que no se han podido 
concretar medidas de prevención y 

protección, la Instancia de Análisis de 
Ataques contra el Derecho de Personas, 
Organizaciones, Comunidades y 
Autoridades de los Pueblos Originarios 
a Defender los Derechos Humanos 
constituye un espacio multisectorial de 
diálogo. Sin embargo, el ACNUDH ha 
observado una limitada participación 
representativa y diversa de la sociedad 
civil en las distintas mesas temáticas, 
entre otras razones por los desafíos que 
se mantienen en la metodología que se 
debe implementar.

58.  El ACNUDH mantiene su 
preocupación por la falta de 
implementación de la Instrucción 
General 5-2018 por parte del Ministerio 
Público para la adecuada investigación 
de delitos contra personas defensoras.

29 Defensor de derechos humanos y otros vs. 
Guatemala, sentencia de 28 agosto de 2014 
(excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas), serie C, núm. 283.

Reunión con autoridades indígenas en El Estor, 
Izabal.  © ACNUDH Guatemala
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Libertad de expresiónB.

59.  En 2025, el ACNUDH documentó 
40 ataques contra la libertad de 
expresión y al acceso a la información 
de los periodistas, los medios de 
comunicación y las comunicadoras y los 
comunicadores comunitarios. Por su 
parte, la Red Rompe el Miedo 
documentó 71 ataques entre enero y el 
15 de diciembre de 2025. Además, 
persistió una marcada desconfianza 
hacia el sistema de justicia, lo que 
desincentiva la presentación de 
denuncias ante la falta de 
investigaciones adecuadas.

60.  El ACNUDH ha continuado la 
documentación del proceso penal 
contra José Rubén Zamora, periodista y 
expresidente del extinto medio de 
comunicación El Periódico, y expresa su 
preocupación por la decisión judicial del 

10 de marzo por la que se ordenó su 
retorno a prisión preventiva, y considera 
que esta medida no se ajusta a los 
estándares internacionales en materia 
de garantías del debido proceso y 
derecho a la libertad personal. El 
ACNUDH documentó con preocupación 
cómo el juez del Juzgado Segundo de 
Primera Instancia Penal a cargo del 
proceso informó haber recibido, al igual 
que el personal de su juzgado, 
amenazas e intimidaciones por parte de 
personas desconocidas.

61.  En agosto, la Corte de 
Constitucionalidad resolvió una 
apelación promovida por la Fiscalía 
Especial contra la Impunidad, por la que 
se confirmaba la decisión de la jueza del 
Juzgado Quinto de Primera Instancia 
Penal sobre el intento de la Fiscalía de 

procesar penalmente a seis periodistas y 
dos columnistas por notas críticas hacia 
dicha Fiscalía. La Corte resaltó que, en 
todo caso, debía resolverse en un 
tribunal de imprenta y no en la vía 
penal. Esta resolución constituye un 
precedente relevante para la protección 
de la libertad de expresión y la labor 
periodística en Guatemala, en 
consonancia con las normas y los 
estándares internacionales de derechos 
humanos, que establecen que las 
críticas hacia funcionarios y entidades 
públicas forman parte del debate 
democrático y no deben ser objeto de 
criminalización.

62.  En la mesa de trabajo liderada por 
la Comisión Presidencial por la Paz y los 
Derechos Humanos de seguimiento a la 
sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos sobre el caso 
Pueblos Indígenas Maya Kaqchikel de 
Sumpango y otros vs. Guatemala, las 
víctimas informaron que no aceptan la 
propuesta del Estado de otorgar 

temporalmente el uso de las 
frecuencias FM de la radio nacional 
TGW a favor de las cuatro radios 
comunitarias víctimas en el caso por 
carecer de seguridad jurídica y por la 
falta de un estudio técnico sobre la 
disponibilidad del espectro radio 
eléctrico para cumplir con la sentencia. 
El ACNUDH, con el apoyo de un experto 
internacional, facilitó un espacio 
académico para las radios comunitarias 
sobre el funcionamiento de los 
mecanismos de supervisión de 
sentencias del sistema interamericano y 
continuó brindando asistencia técnica a 
la red de comunicadoras indígenas y 
radios comunitarias, fortaleciendo 
alianzas estratégicas con autoridades y 
liderazgos de los Pueblos Indígenas y 
afrodescendientes.

acciones concretas de las instituciones 
estatales, que siguen contando con 
limitadas capacidades humanas, 
técnicas y financieras para la 
prevención de estos ataques, y la 
respuesta eficaz ante ellos, lo que 
contribuye a mantener un entorno de 
riesgo para quienes ejercen la 
promoción y la defensa de los 
derechos humanos.

53.  En 2025 se documentaron varios 
procesos de criminalización contra 
antiguas autoridades indígenas que 
habían participado en el paro nacional 
de 2023 ejerciendo su derecho de 
reunión pacífica: Luis Pacheco y Héctor 
Chaclán26, privados de libertad desde el 
23 de abril de 2025, y Esteban Toc 
Tzay27, que tiene medidas sustitutivas 
desde el 6 de septiembre de 2025. 
Estos procesos penales conllevan la 
criminalización de las formas de 
organización de los Pueblos Indígenas 
a través de la imputación de tipos 
penales como la asociación ilícita y el 
terrorismo. El ACNUDH también 
documentó el proceso de 
criminalización en contra de Leocadio 
Juracán, dirigente nacional del Comité 
de Desarrollo Campesino, así como el 
momento de su detención, en la que los 
agentes de la Policía Nacional habrían 
presentado un papel manuscrito sin 
sello de la autoridad competente.

54.  En 2025, el ACNUDH continuó 
recibiendo denuncias de hechos que 
menoscaban la autonomía universitaria, 

derivadas de acciones del Consejo 
Superior Universitario de la Universidad 
de San Carlos de Guatemala. Entre 
estas acciones se incluye la expulsión 
de diez estudiantes. Estos hechos se 
suman a los ataques y las represalias 
contra estudiantes, docentes, 
trabajadores y personas defensoras de 
derechos humanos, quienes han 
denunciado anomalías en el proceso de 
elección del rector de esta Universidad, 
las cuales se han ido documentando 
desde 202228 y están relacionadas con 
el ejercicio de los derechos a la libertad 
de expresión, asociación y reunión 
pacífica.

55.  El Ministerio Público continuó la 
persecución penal contra Edmar Arriola, 
Pedro Ros y Cristopher Morales, 
estudiantes de la Universidad de San 
Carlos, por presuntos hechos ocurridos 
en las manifestaciones pacíficas en 
oposición a la elección del rector; así 

como contra el abogado Ramón 
Cadena, quien expresó su oposición a 
esa elección y brindó asesoría jurídica a 
estudiantes. Todos enfrentan un 
proceso penal por los delitos de 
usurpación agravada y depredación de 
bienes culturales. En octubre, Astrid 
Lemus, docente que ha liderado 
acciones ante la jurisdicción 
constitucional contra el Consejo 
Superior Universitario y brindado 
asistencia legal a estudiantes y 
docentes criminalizados, denunció 
públicamente ser víctima de 
intimidaciones, inclusive a través de la 
imposición de medidas administrativas.

56.  El ACNUDH valora la aprobación y 
lanzamiento en noviembre de la Política 
Pública de Protección a Defensoras y 
Defensores de Derechos Humanos, un 
compromiso pendiente del Estado 
desde la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
de 201429. Para su debida 
implementación, es indispensable que 
este avance cuente con recursos 
financieros y con la participación de la 
sociedad civil.

57.  El Ministerio de Gobernación realizó 
esfuerzos para dar a conocer la línea 
telefónica 1543, destinada a recibir 
denuncias y fortalecer la respuesta 
institucional ante casos de amenazas y 
agresiones contra personas defensoras 
en el ejercicio de su labor. Asimismo, y 
a pesar de que no se han podido 
concretar medidas de prevención y 

protección, la Instancia de Análisis de 
Ataques contra el Derecho de Personas, 
Organizaciones, Comunidades y 
Autoridades de los Pueblos Originarios 
a Defender los Derechos Humanos 
constituye un espacio multisectorial de 
diálogo. Sin embargo, el ACNUDH ha 
observado una limitada participación 
representativa y diversa de la sociedad 
civil en las distintas mesas temáticas, 
entre otras razones por los desafíos que 
se mantienen en la metodología que se 
debe implementar.

58.  El ACNUDH mantiene su 
preocupación por la falta de 
implementación de la Instrucción 
General 5-2018 por parte del Ministerio 
Público para la adecuada investigación 
de delitos contra personas defensoras.
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59.  En 2025, el ACNUDH documentó 
40 ataques contra la libertad de 
expresión y al acceso a la información 
de los periodistas, los medios de 
comunicación y las comunicadoras y los 
comunicadores comunitarios. Por su 
parte, la Red Rompe el Miedo 
documentó 71 ataques entre enero y el 
15 de diciembre de 2025. Además, 
persistió una marcada desconfianza 
hacia el sistema de justicia, lo que 
desincentiva la presentación de 
denuncias ante la falta de 
investigaciones adecuadas.

60.  El ACNUDH ha continuado la 
documentación del proceso penal 
contra José Rubén Zamora, periodista y 
expresidente del extinto medio de 
comunicación El Periódico, y expresa su 
preocupación por la decisión judicial del 

10 de marzo por la que se ordenó su 
retorno a prisión preventiva, y considera 
que esta medida no se ajusta a los 
estándares internacionales en materia 
de garantías del debido proceso y 
derecho a la libertad personal. El 
ACNUDH documentó con preocupación 
cómo el juez del Juzgado Segundo de 
Primera Instancia Penal a cargo del 
proceso informó haber recibido, al igual 
que el personal de su juzgado, 
amenazas e intimidaciones por parte de 
personas desconocidas.

61.  En agosto, la Corte de 
Constitucionalidad resolvió una 
apelación promovida por la Fiscalía 
Especial contra la Impunidad, por la que 
se confirmaba la decisión de la jueza del 
Juzgado Quinto de Primera Instancia 
Penal sobre el intento de la Fiscalía de 

procesar penalmente a seis periodistas y 
dos columnistas por notas críticas hacia 
dicha Fiscalía. La Corte resaltó que, en 
todo caso, debía resolverse en un 
tribunal de imprenta y no en la vía 
penal. Esta resolución constituye un 
precedente relevante para la protección 
de la libertad de expresión y la labor 
periodística en Guatemala, en 
consonancia con las normas y los 
estándares internacionales de derechos 
humanos, que establecen que las 
críticas hacia funcionarios y entidades 
públicas forman parte del debate 
democrático y no deben ser objeto de 
criminalización.

62.  En la mesa de trabajo liderada por 
la Comisión Presidencial por la Paz y los 
Derechos Humanos de seguimiento a la 
sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos sobre el caso 
Pueblos Indígenas Maya Kaqchikel de 
Sumpango y otros vs. Guatemala, las 
víctimas informaron que no aceptan la 
propuesta del Estado de otorgar 

temporalmente el uso de las 
frecuencias FM de la radio nacional 
TGW a favor de las cuatro radios 
comunitarias víctimas en el caso por 
carecer de seguridad jurídica y por la 
falta de un estudio técnico sobre la 
disponibilidad del espectro radio 
eléctrico para cumplir con la sentencia. 
El ACNUDH, con el apoyo de un experto 
internacional, facilitó un espacio 
académico para las radios comunitarias 
sobre el funcionamiento de los 
mecanismos de supervisión de 
sentencias del sistema interamericano y 
continuó brindando asistencia técnica a 
la red de comunicadoras indígenas y 
radios comunitarias, fortaleciendo 
alianzas estratégicas con autoridades y 
liderazgos de los Pueblos Indígenas y 
afrodescendientes.
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63.  Como parte del seguimiento 
realizado por el ACNUDH de la manera 
de proceder y actuar de la Policía 
Nacional Civil, se realizaron de forma 
coordinada 11 jornadas de capacitación 
dirigidas a más de 360 elementos de su 
División de Fuerzas Especiales, sobre el 
uso de la fuerza en el contexto de 
manifestaciones y desalojos, sobre el rol 
de periodistas y sobre la prevención de 
detenciones arbitrarias y ejecuciones 
extrajudiciales. El ACNUDH también 
brindó asistencia técnica en materia de 
estándares internacionales de derechos 
humanos al Ministerio de Gobernación y 
a la Policía en la revisión y actualización 
de protocolos de actuación, incluido el 
protocolo de desalojos.

64.  En relación con la nueva Ley de la 
Policía Nacional Civil (Decreto núm. 
35-2024), el ACNUDH saluda la decisión 
de la Corte de Constitucionalidad de 
declarar la suspensión provisional de 
ciertas disposiciones al considerarlas 
incompatibles con normas y estándares 
internacionales sobre los derechos a la 
vida, la integridad personal y el acceso a 
la justicia.

65.  El ACNUDH continúa monitoreando 
los procesos judiciales relativos a la 
presunta ejecución extrajudicial de dos 
personas en la subestación de la Policía 
en San Andrés Iztapa30. Uno de los dos 
bomberos implicados ha aceptado 
cargos, mientras que los agentes de la 
Policía han sido enviados a juicio.

C.  Seguridad y uso de la fuerza

A/HRC/58/22, párr. 79.30

Asistencia técnica al Ministerio de Gobernación y la Policía Nacional Civil.  © ACNUDH Guatemala.
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66.  A pesar de las acciones emprendidas 
por el Gobierno para la protección de las 
personas defensoras de derechos 
humanos, la institucionalización de los 
diálogos con Pueblos Indígenas y el 
impulso de las agendas en materia de 
discapacidad y juventud, persisten en 
Guatemala desafíos significativos en lo 
que se refiere a desigualdad, 
marginalización y justicia.

67.  Tras 20 años en Guatemala, el 
ACNUDH reafirma su compromiso de 
continuar apoyando y asesorando 
técnicamente al Estado y la sociedad civil 
para garantizar la protección de los 
derechos humanos para todas las 
personas. Asimismo, reafirma sus 
recomendaciones previas31 y 
recomienda además al Estado:

a)  Continuar priorizando la 
institucionalización del diálogo de 
alto nivel entre el Presidente y las 
autoridades indígenas, incluida la 
agenda de trabajo con el pueblo 
garífuna (véase el párr. 17), y avanzar 
en los procesos de consulta previa, 
libre e informada sobre asuntos en 
curso;

b)  Establecer una institucionalidad 
agraria que integre el desarrollo rural 
y la dinámica del sector, de 
conformidad con el Acuerdo Agrario 
firmado por el Presidente al inicio de 
su gestión y con las obligaciones 
internacionales de Guatemala en 
materia de derechos humanos;

c)  Garantizar los derechos de las 
víctimas a la justicia a través de 
investigaciones y procesos judiciales 
independientes, imparciales, prontos y 
exhaustivos;

d)  Avanzar en el fortalecimiento del 
marco normativo, institucional y de 
políticas públicas para garantizar los 
derechos de la juventud, de las 
personas con discapacidad y de las 
personas LGBTIQ+;

e)  Continuar con los esfuerzos para 
garantizar los derechos a la verdad y 
la memoria, incluido el acceso y la 
protección de archivos históricos y 
sitios de memoria, así como la 
reparación integral y las garantías de 
no repetición con pertinencia cultural 
y enfoque de género, priorizando la 
aprobación e implementación del Plan 
Nacional de Dignificación y 
Reparación;

f)  Fortalecer la metodología de la 
Instancia de Análisis de Ataques 
contra el Derecho de Personas, 
Organizaciones, Comunidades y 
Autoridades de los Pueblos 
Originarios a Defender los Derechos 
Humanos y desarrollar un plan de 
trabajo a largo plazo, con el fin de 
avanzar hacia la adopción de medidas 
de prevención y protección más 
sólidas y sostenibles para las personas 
defensoras de derechos humanos;

Ibid.31

33

g)  Redoblar los esfuerzos para 
erradicar la violencia contra las 
mujeres y niñas, y adoptar medidas 
urgentes para abordar las brechas 
estructurales que afectan a los 
Pueblos Indígenas y 
afrodescendientes, también a través 
de la implementación de las 
recomendaciones de los mecanismos 
de derechos humanos de las 
Naciones Unidas, como por ejemplo 
las contenidas en las observaciones 
finales sobre el décimo informe 
periódico de Guatemala del Comité 
para la Eliminación de la 
Discriminación Contra la Mujer, de 
202332, y las observaciones finales 
sobre los informes 18º a 20º 
combinados de Guatemala del Comité 
para la Eliminación de la 
Discriminación Racial, de 202533.

68. Asimismo, el ACNUDH llama a 
la comunidad internacional a 
mantener su apoyo a las 
organizaciones de derechos humanos 
en Guatemala, así como su 
acompañamiento político y financiero 
al propio ACNUDH a fin de que la 
Oficina pueda continuar 
desempeñando su función esencial de 
monitoreo y asistencia técnica, 
respaldado por los recursos 
financieros suficientes.

VII.  Conclusiones y recomendaciones
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a)  Continuar priorizando la 
institucionalización del diálogo de 
alto nivel entre el Presidente y las 
autoridades indígenas, incluida la 
agenda de trabajo con el pueblo 
garífuna (véase el párr. 17), y avanzar 
en los procesos de consulta previa, 
libre e informada sobre asuntos en 
curso;

b)  Establecer una institucionalidad 
agraria que integre el desarrollo rural 
y la dinámica del sector, de 
conformidad con el Acuerdo Agrario 
firmado por el Presidente al inicio de 
su gestión y con las obligaciones 
internacionales de Guatemala en 
materia de derechos humanos;

c)  Garantizar los derechos de las 
víctimas a la justicia a través de 
investigaciones y procesos judiciales 
independientes, imparciales, prontos y 
exhaustivos;

d)  Avanzar en el fortalecimiento del 
marco normativo, institucional y de 
políticas públicas para garantizar los 
derechos de la juventud, de las 
personas con discapacidad y de las 
personas LGBTIQ+;

e)  Continuar con los esfuerzos para 
garantizar los derechos a la verdad y 
la memoria, incluido el acceso y la 
protección de archivos históricos y 
sitios de memoria, así como la 
reparación integral y las garantías de 
no repetición con pertinencia cultural 
y enfoque de género, priorizando la 
aprobación e implementación del Plan 
Nacional de Dignificación y 
Reparación;

f)  Fortalecer la metodología de la 
Instancia de Análisis de Ataques 
contra el Derecho de Personas, 
Organizaciones, Comunidades y 
Autoridades de los Pueblos 
Originarios a Defender los Derechos 
Humanos y desarrollar un plan de 
trabajo a largo plazo, con el fin de 
avanzar hacia la adopción de medidas 
de prevención y protección más 
sólidas y sostenibles para las personas 
defensoras de derechos humanos;
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g)  Redoblar los esfuerzos para 
erradicar la violencia contra las 
mujeres y niñas, y adoptar medidas 
urgentes para abordar las brechas 
estructurales que afectan a los 
Pueblos Indígenas y 
afrodescendientes, también a través 
de la implementación de las 
recomendaciones de los mecanismos 
de derechos humanos de las 
Naciones Unidas, como por ejemplo 
las contenidas en las observaciones 
finales sobre el décimo informe 
periódico de Guatemala del Comité 
para la Eliminación de la 
Discriminación Contra la Mujer, de 
202332, y las observaciones finales 
sobre los informes 18º a 20º 
combinados de Guatemala del Comité 
para la Eliminación de la 
Discriminación Racial, de 202533.

68. Asimismo, el ACNUDH llama a 
la comunidad internacional a 
mantener su apoyo a las 
organizaciones de derechos humanos 
en Guatemala, así como su 
acompañamiento político y financiero 
al propio ACNUDH a fin de que la 
Oficina pueda continuar 
desempeñando su función esencial de 
monitoreo y asistencia técnica, 
respaldado por los recursos 
financieros suficientes.

Véase CEDAW/C/GTM/CO/10.32

Véase CERD/C/GTM/CO/18-20.33
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Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos en Guatemala

Resumen

En el presente informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos se describe la situación de los derechos humanos 
y las actividades de su Oficina en Guatemala del 1 de enero al 31 de diciembre 
de 2025. Se destacan los avances logrados y los retos que persisten en la 
promoción y protección de los derechos humanos, prestando especial atención 
a los temas relacionados con la igualdad y la no discriminación, el desarrollo 
humano sostenible e inclusivo, la justicia y la lucha contra la impunidad, y el 
espacio democrático.
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